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MARCO NORMATIVO

  Código Civil: arts. 85 y 93.

  Reglamento de Inscripciones del Registro de Personas Jurí-
dicas no Societarias, Resolución N° 086-2009-SUNARP/SN 
(01/04/2009): arts. 44, 63 y 64.

I. LA ACEFALÍA DE LA PERSONA JURÍ-
DICA: CONSIDERACIONES GENERA-
LES E INTENTOS DE SOLUCIÓN AL 
PROBLEMA 

La acefalía de la persona jurídica implica que 
esta carezca de representantes con faculta-
des y poderes vigentes, lo que genera a su vez 
que carezca de capacidad de obrar o de ejer-
cicio, pues sus representantes han sido despo-
jados de sus prerrogativas por el vencimiento 
de su periodo funcional. Ante esta situación, el 
Derecho necesita dar respuestas en un asun-
to tan complejo y de importancia en el desarro-
llo de las personas jurídicas y en el desenvol-
vimiento de estas en el tráfi co jurídico, ya que 
sin el desenvolvimiento efi ciente de dichos en-
tes colectivos se afectaría de manera radical el 
desarrollo del mercado.

La mirada civil de la acefalía de la persona ju-
rídica se enmarca dentro del concepto, na-
turaleza jurídica, operatividad de la persona 
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colectiva como sujeto de derecho. Ya desde una mirada registral po-
demos apreciar aspectos operativos en la fase dinámica de la per-
sona jurídica, los cuales están enmarcados en el actual Reglamento 
de Personas Jurídicas no Societarias, aprobado mediante Resolución 
de la Superintendente Nacional de los Registros Públicos N° 086-
2009-SUNARP/SN de fecha 30 de marzo de 2009.

Desde una mirada constitucional la persona jurídica tiene el recono-
cimiento de la carta magna en su artículo 2 inciso 13, el cual señala: 

 “13. A asociarse y a constituir fundaciones y diversas formas 
de organización jurídica sin fi nes de lucro, sin autorización pre-
via y con arreglo a ley. No pueden ser disueltas por resolución 
administrativa”.

NÁLISIS JURÍDICO
CIVILA
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1.	 Antecedentes importantes que intentaron 
solucionar el problema. La Asamblea Uni-
versal, la Convocatoria Judicial y la Admi-
nistración Judicial 

En la doctrina registral peruana, la Dra. Elena Vásquez To-
rres en el año 2000 publica su artículo “La representación 
de hecho de las personas jurídicas”. Para entonces, ella 
se desempeñaba como Presidenta de la Segunda Sala del 
Tribunal Registral y en esta publicación justamente abor-
daba la problemática que genera la acefalía de la persona 
jurídica, ya hace más de una década.

En el ámbito registral se pudieron apreciar graves proble-
mas que han surgido como consecuencia de la extinción 
de la vigencia de los consejos directivos en las personas 
jurídicas, toda vez que se han presentado inconvenien-
tes para la continuidad de la gestión y administración del 
ente. Esta situación se presentaba en el ámbito interno de 
la persona jurídica expresada, por ejemplo, en la impo-
sibilidad de convocar a asamblea eleccionaria para ele-
gir al nuevo consejo directivo y de realizar actos dentro 
de la institución como convocar a Asamblea General para 
la toma de decisiones de modificación de estatutos, diso-
lución, liquidación de la persona jurídica y otras de gran 
trascendencia para la vida del ente. Asimismo, el funcio-
namiento de la persona jurídica se limitaba grandemen-
te frente a sujetos de derecho que estaban fuera del ente 
colectivo, y, por lo tanto, se veía en una situación de pos-
tración y de inactividad funcional para realizar actos o ne-
gocios jurídicos frente a terceros, lo que, evidentemente, 
dificultaba y todavía dificulta el tráfico jurídico.

La primera forma que se esgrimía para resolver el proble-
ma de la acefalía era la asamblea universal. Sobre el par-
ticular se señaló en la jurisprudencia registral que: “Para 
realizar la convocatoria y elección de un nuevo consejo 
directivo de la asociación, debe ser efectuada por acuer-
do unánime de los asociados hábiles y no existiendo este, 
judicialmente en aplicación de lo dispuesto en el artículo 
85 del Código Civil” (Resoluciones del Tribunal Registral 
Nº 180-96-ORLC/TR del 13/05/1996, Nº 364-96-ORLC/
TR del 21/10/1996, Nº 460-96-ORLC/TR del 30/10/1996 y  
Nº 100-1997-ORLC/TR del 1/03/1997)”.

Aliaga Huaripata, vocal del Tribunal Registral ha señalado 
que: “(...) la jurisprudencia ha considerado aplicable a las 
asociaciones la figura de la asamblea universal, en tan-
to conformante de la voluntad social. (...) a pesar de no 
haber sido regulada expresamente por el Código Civil, la 
figura de la asamblea universal tiene plena vigencia en 
nuestro país, considerando que la asamblea es el órgano 
supremo de la asociación, vale decir, órgano dominante” 
(Aliaga Huaripata, 2009: 91-92).

Entonces ¿cuáles serían los alcances de las facultades de 
la asamblea universal?

El mismo autor al respecto ha indicado que: “Tratándose 
de aquellas asociaciones cuyo estatuto exige la designa-
ción previa de un comité electoral a efectos de la realiza-
ción de la asamblea eleccionaria, cabe preguntarse ¿por 
qué no admitir –como sucede en la convocatoria judicial–, 

que la asamblea universal pueda inaplicar el estatuto, en 
la medida que la asistencia de todos los miembros garan-
tiza la transparencia y legalidad de las elecciones? (...) 
Debe anotarse que la asamblea universal puede derivar-
se incluso de una convocatoria ordinaria efectuada por el 
presidente del consejo directivo en funciones o quien haga 
sus veces (...)” (Aliaga Huaripata 2009: 93).

Sin embargo, el supuesto de la universalidad de la asam-
blea es sumamente complejo. Esto puede ser factible en 
caso de que se trate de asociaciones con escaso núme-
ro de socios, pero en personas jurídicas con gran núme-
ro de asociados es (casi) imposible lograr la asistencia de 
la totalidad de personas para la instalación de la Asam-
blea y, por lo tanto, es impracticable la toma de una deci-
sión válida. 

Otra de las formas que se intentaron para solucionar el 
problema de la acefalía es el de la convocatoria judicial. 

Este dispositivo legal contenido en el artículo 85 del Códi-
go Civil tiene como presupuesto de aplicación la existencia 
de directivos con facultades vigentes, es decir, directivos 
en ejercicio, ante quienes los asociados que representan 
no menos de la décima parte del total de miembros solici-
tarán la convocatoria a asamblea.

Y, ¿qué sucederá cuando no existen directivos con faculta-
des vigentes, al haber vencido el plazo estatutario de fun-
ciones? En este supuesto de nada valdría la convocatoria 
judicial, pues los directivos cuyo mandato ha expirado no 
podrían convocar a asamblea por carencia de facultades. 

La doctrina registral que vengo siguiendo al respecto 
señala:

	 “(...) con mayor razón, debería aplicarse el artículo 85 
en este caso, al no existir directivos ante quienes soli-
citar la convocatoria, ello a fin de no dejar en estado de 
indefensión a los asociados; en ese sentido, debería 
ser posible que estos puedan acudir al Poder Judicial 
a solicitar la convocatoria judicial, a cuyo efecto será 
suficiente acreditar que la última directiva inscrita cesó 
en sus funciones mediante el respectivo certificado de 
no vigencia registral”. (Aliaga Huaripata, 2009: 94).

Considero que es más costoso acudir a un proceso judicial 
de convocatoria cuando los directivos ya no tienen vigen-
tes sus facultades de representación, pues existen otras 
soluciones menos costosas y más eficientes que la aquí 
estudiada. El Poder Judicial es demasiado lento y, por lo 
tanto, las decisiones para solucionar situaciones de caren-
cia de representación mediante esta vía no son las más 
adecuadas.

Otra de las salidas para lograr una solución a la problemá-
tica de la acefalía de la persona jurídica era la de la Admi-
nistración Judicial.

Los alcances y efectos del nombramiento de administrador 
judicial se encuentran en las Resoluciones Nº 753-2007- 
SUNARP-TR-L del 5/10/2007, Nº 414-2001-ORLC/TR 
del 24/09/2001, Nº 227-2007-ORLC/TR del 30/04/2002 y  
Nº 146-2002-ORLC/TR del 21/03/2002, entre otras.
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facultad de convocatoria comprende ‘todos los actos 
previos y necesarios para llevar a cabo la asamblea de 
elección de directivos y su posterior inscripción en el 
Registro’ (Resolución Nº 413-2003-SUNARP-TR-L del 
4/07/2003); agregaríamos que también el determinar 
a quiénes se debe convocar. Al tratarse de una pre-
sunción, es decir, que el presidente o el integrante del 
último consejo directivo inscrito (cuyo periodo de fun-
ciones ha vencido) se encuentra legitimado para con-
vocar, puede ser enervada en cualquier momento, si 
se acredita que posteriormente se eligió o eligieron 
nuevas directivas ‘extra registralmente’; la jurispruden-
cia ha señalado algunas de las pruebas que la acredi-
tan. Así, se estableció que ‘cuando de los anteceden-
tes registrales se desprenda que con posterioridad a 
la elección del último consejo inscrito se ha realizado 
una nueva elección –no inscrita–, el presidente del úl-
timo consejo inscrito no se encuentra legitimado para 
convocar a asamblea eleccionaria’; igualmente ‘cuan-
do conste en el acta de asamblea general que con pos-
terioridad a la elección del último consejo inscrito se ha 
elegido otro consejo directivo no se encuentra legiti-
mado para convocar a asamblea eleccionaria’. Asimis-
mo, aunque en sentido contrario, se estableció que ‘el 
presidente del consejo directivo inscrito es quien regis-
tralmente se encuentra legitimado para convocar, aun 
cuando de los documentos presentados se aprecie 
que con posterioridad al último consejo inscrito en que 
se han realizado elecciones que no pueden ser ins-
critas porque carecen de validez’”. (Aliaga Huaripata,  
2009: 99).

Luego, mediante Resolución del Superintendente Nacio-
nal de los Registros Públicos Nº 609-2002-SUNARP-SN 
del 20/12/2002 (El Peruano, 27/12/2002), se amplió la “re-
presentación de hecho” a otras personas jurídicas, tales 
como las asociaciones pro vivienda, cooperativas, comu-
nidades campesinas y empresas multicomunales.

En el caso de las asociaciones pro vivienda, el Decreto 
Supremo Nº 012-87-VC establecía en su artículo segundo 
que el mandato de los dirigentes terminaba inexorablemen-
te al vencimiento del periodo para el cual fueron elegidos 
y los actos que estos realizaran en nombre de la asocia-
ción no la obligaban ni surtían efecto legal contra ella, ade-
más conforme con el segundo párrafo del artículo 8, podía 
imponerse la sanción de separación a aquellos asociados 
que detentaran el cargo de dirigentes no obstante el venci-
miento de su periodo, lo que se interpretó en sede registral 
era incompatible con la “representación de hecho”. (...) 
Mediante Resolución Nº 612-2001-ORLC/TR el Tribu-
nal Registral estableció que la Resolución Nº 202-2001- 
SUNARP-SN no resultaba incompatible con el Decreto 
Supremo Nº 012-87-VC, pues la facultad excepcional re-
conocida de convocar a elecciones solo buscaba facilitar 
y asegurar la renovación de los cargos directivos, antes 
que perpetuar en el cargo a los dirigentes cuyo periodo ha-
bía vencido; en ese sentido, creemos que no hay incom-
patibilidad entre ambos dispositivos. En sentido diferen-
te a lo expresado aquí se ha pronunciado Juan Espinoza 
Espinoza, quien considera que a pesar de ser coherente 
el argumento de la incompatibilidad entre las dos normas 

Sobre la Administración Judicial considero que tampoco 
ha sido una salida eficiente a la acefalía de la persona ju-
rídica, pues nos enfrentamos al mismo problema desta-
cado en la convocatoria, es decir, la participación del Po-
der Judicial que es inoperante y con costos de transacción 
muy altos para lograr una solución al caso planteado con-
cerniente a la carencia de representación. Aunado a este 
problema está el hecho de que la Administración Judicial 
como tal no se encuentra regulada en el Código Procesal 
Civil (CPC), sino que es un instituto genérico que se plan-
tea bajo el supuesto de la administración judicial de bienes 
que sí tiene una regulación específica en la ley procesal. 

2.	 Soluciones dadas en el ámbito registral: la 
representación de hecho y la asamblea de 
regularización

a.	La representación de hecho

La jurisprudencia registral, a fin de resolver el problema de 
acefalía de las asociaciones y asegurar la renovación de 
sus directivos, incorporó en vía de interpretación la figura 
de la “representación de hecho”, mediante la cual se reco-
nocía a favor del último presidente inscrito, cuyo periodo 
estatutario de funciones había vencido, facultad de convo-
catoria a asamblea general eleccionaria, siempre que se 
realice dentro del periodo inmediato siguiente. (Vásquez 
Torres, 2000: 191).

Inclusive un sector de la doctrina registral, en cuanto a las 
facultades reconocidas, señaló que deberían comprender-
se todos los actos establecidos en el estatuto y la ley y 
no limitarlas a la simple convocatoria. (Gonzáles Barrón, 
2002: 342). Con esta interpretación no se limitaba al con-
sejo directivo inscrito, pero con periodo vencido a la sola 
convocatoria a elecciones, sino que se opinaba que se de-
bía permitir su continuidad con todas las facultades pre-
vistas estatutariamente hasta la elección de otro órgano 
de gobierno.

La doctrina nacional comentando la primera resolución 
que se dio para tratar de resolver el problema de la acefa-
lía, y que lo hizo en gran medida, establece: 

	 “(...) A través de la Resolución del Superintendente Na-
cional de los Registros Públicos Nº 202-2001-SUNARP-
SN del 31/07/2001 (El Peruano, 04/08/2001), disposi-
tivo aplicable en principio y por mandato expreso de la 
norma a las asociaciones y comités.(...) En efecto, el 
cuarto considerando señala que ‘el vencimiento del 
periodo de funciones de los consejos directivos men-
cionados no debe limitar el desenvolvimiento de las 
personas jurídicas, teniendo en cuenta que se trata de 
órganos indispensables para su funcionamiento, por lo 
que no debe negarse su vigencia, a fin de garantizar 
la elección de sus nuevos integrantes (...)’. La ‘vigen-
cia’ a que se refiere este considerando se ‘materializa-
ría’ en el reconocimiento al presidente de la facultad de 
convocatoria a asamblea eleccionaria, no obstante ha-
ber vencido su periodo de funciones; lo que igualmen-
te aseguraría la renovación de los directivos y en últi-
ma instancia la gestión y representación de la persona 
jurídica.(...) La jurisprudencia registral precisó que esta 



ANÁLISIS JURÍDICO CIVIL

ACTUALIDAD JURÍDICA enero Nº 230 51

documentación referente a las elecciones que se regula-
rizan, esta no deberá ser tomada en cuenta en la califica-
ción, “la que deberá realizarse exclusivamente en mérito a 
lo que conste en el acta de la asamblea de regularización”.
Aliaga se pregunta: ¿la asamblea de regularización es 
susceptible de subsanación mediante otra asamblea con-
vocada al efecto y el acta de esta última será considerada 
documento “adicional”?
Al respecto, el Tribunal Registral señala: (...) “Los defec-
tos, errores u omisiones existentes en el acta de la asam-
blea general de regularización –realizada al amparo de la 
Resolución del Superintendente Nacional de los Regis-
tros Públicos Nº 202-2001-SUNARP/SN del 03/07/2001–,  
pueden ser subsanados mediante una asamblea gene-

ral posterior, debiendo presentarse para 
su inscripción ambas actas de asam-
blea general” (Resolución Nº 189-2002-
ORLC/TR del 10/04/2002, El Peruano, 
22/01/2003).

La doctrina registral señala con respecto 
a las asambleas de regularización:

	 En el acta de la asamblea de regulari-
zación deberá constar el acuerdo de la 
asamblea de “reconocer las elecciones 
anteriores no inscritas, inclusive respec-
to al órgano o integrante del mismo que 
convoca la asamblea general de regulari-
zación” y la “indicación del nombre com-
pleto de todos los integrantes del órgano 
de gobierno elegido y su periodo de fun-

ciones”, todo ello conforme a las normas legales y es-
tatutarias vigentes (Aliaga Huaripata, 2009: 109).

c.	 Interpretación literal de los registradores que ge-
neraba incertidumbre en la inscripción de los con-
sejos directivos

Con respecto a la interpretación que hacían los registra-
dores sobre aquellos periodos en los cuales los miembros 
del consejo directivo habían excedido la vigencia de sus 
funciones y se elegían otros consejos directivos sin inscri-
birlos en los Registros Públicos, propiciando que los regis-
tradores cuestionen el tracto sucesivo y observen los títu-
los presentados, autorizada doctrina nacional ha señalado 
que: “(...) ‘conforme a las normas legales y estatutarias 
vigentes’ (...) así, no resulta extraño encontrar asociacio-
nes en las que la renovación se hizo extemporáneamente, 
quedando periodos ‘vacíos’ sin directivas o que su confor-
mación y periodo no se adecuen al estatuto (no se eligie-
ron todos los cargos, se hicieron por periodos mayores o 
menores, etc.), por lo que opinamos que la interpretación 
debería tener en cuenta esta realidad y la finalidad de la 
norma”1 (Espinoza, 2007: 314).

comentadas no se puede ir en contra de una norma impe-
rativa, como es el caso de las asociaciones pro vivienda.

Efectivamente Espinoza, al respecto, establece que: “(...)
si bien la intención del órgano colegiado es la de resolver 
la situación de acefalía de las asociaciones de vivienda, 
ello no puede hacerse violentando la normatividad vigen-
te. El fundamento de que ‘no corresponde distinguir donde 
la ley no lo hace’ no resiste al análisis: la ley sí distingue  
e impide la presunción de prórroga del mandato en las 
asociaciones de vivienda (artículo 2 del D.S. Nº 012-87 
VC)” (Espinoza, 2006: 852).

b.	 La asamblea general de regularización

De acuerdo con lo que señala el Tribunal Registral para 
la inscripción de la “asamblea de regu-
larización”, es decir, “la posibilidad de 
reconstituir el historial registral de las 
directivas de las asociaciones por inter-
medio del presidente del último con-
sejo directivo electo no inscrito; (...), 
debía presentarse el acta de la asam-
blea de regularización donde se reco-
nocieran todas las directivas electas no 
inscritas, incluida la del propio presiden-
te convocante” (Resolución del Tribu-
nal Registral Nº 153-200-ORLC/TR del 
24/05/2000).
En el primer párrafo del artículo 2 de 
la Resolución Nº 202-2001-SUNARP/
TR-L se señala (...) “en caso de eleccio-
nes de consejos directivos no inscritos, 
se restablecerá la exactitud registral, mediante asamblea 
general de regularización”.

Se parte en este dispositivo del supuesto de que la aso-
ciación ha venido eligiendo regularmente a sus directivos, 
pero que por causas diversas, estos actos no accedieron 
oportunamente al Registro.

Aliaga Huaripata, citando lo resuelto por el Tribunal 
Registral, transcribe lo siguiente: “(...) en principio solo 
podrá acceder al Registro la asamblea de regularización 
cuando la asociación o comité haya venido realizando las 
elecciones con la frecuencia que su estatuto establece, de 
tal modo que exista una secuencia encadenada de los ór-
ganos que pretenden acceder (...) en relación con el ante-
cedente registral” (Aliaga Huaripata, 2009, 107).

En ese sentido, el último presidente (o el integrante desig-
nado por el consejo directivo) de la directiva electa pero 
no inscrita, se encuentra facultado para convocar a la res-
pectiva asamblea de regularización, conforme con la ley o 
al estatuto.

De acuerdo con la Resolución Nº 192-2003-SUNARP-TR-L  
del 28/03/2003 en la que se indica que si se presentara 

1	 A modo de crítica al excesivo rigorismo en la interpretación del referido último párrafo del artículo 2 señala que: “la Resolución Nº 202-2001-SUNARP/SN surgió para resolver el 
problema de la acefalía de las asociaciones, la interpretación que se está dando a propósito de la asamblea de regularización traiciona esa finalidad”. (Espinoza, 2007: 314).

“El supuesto de la universali-
dad de la asamblea univer-
sal puede ser factible en caso 
de que se trate de asociacio-
nes con escaso número de 
socios, pero en personas ju-
rídicas con gran número de 
asociados es imposible lograr 
la asistencia de la totalidad de 
personas para la toma de una 
decisión válida.”



A  CTUALIDAD CIVIL  Y REGISTRAL

52

nombramiento podría ocasionar graves daños para la 
persona jurídica, porque dejan de contar con adminis-
tradores que se encarguen de su gestión y presenta-
ción” (Vásquez Torres, 2000: 191).

Esta era la situación que presentaban las personas jurídi-
cas, consejos directivos con periodos vencidos, estén ins-
critos o no, y lo que hacían para evitar el daño a la opera-
tividad de las personas jurídicas era continuar en el cargo 
indefinidamente con todos los problemas de deslegitima-
ción de los representantes y desgobierno en los entes co-
lectivos, pero que no podían hacer otra cosa para seguir 
celebrando contratos, en fin, operando. La situación más 
lamentable se presentaba cuando los socios deseaban lle-
var a cabo la renovación de los consejos directivos y no 
contaban con herramientas jurídicas salvo la asamblea 
universal o la convocatoria judicial, ambas, como ya se in-
dicó, complejas y utópicas.

La asamblea de regularización estaba destinada a las 
personas jurídicas en donde el periodo de vigencia 
de sus órganos ya había vencido y a su vez estos no 
se encontraban inscritos, lo que permitiría la restitu-
ción de la exactitud registral. Creo que este era el es-
píritu, la finalidad del numeral segundo de la Resolución 
Nº 202-2001.SUNARP/SN y así se veía expresado en sus 
considerandos: 
La convocatoria deberá efectuarse conforme a las normas 
legales y estatutarias pertinentes.
En el supuesto de que hayan consejos directivos no 
inscritos, se diluía la presunción (que es de naturaleza  
iuris tantum) y, tal como lo regula el artículo 2 de esta reso-
lución, recogiendo la experiencia jurisprudencial registral 
anterior, “se restablecerá la exactitud registral, me-
diante la asamblea de regularización”) (Espinoza, 2012: 
322, resaltado nuestro).

e.	 La Resolución Nº 331-2001-SUNARP/SN y la verifi-
cación del quórum de la convocatoria

Con respecto a la responsabilidad civil, penal o adminis-
trativa en el caso de declaraciones juradas falsas que sus-
tentaran las asambleas de regularización al amparo de la 
Resolución Nº 331-2001-SUNARP, el registrador no esta-
ba obligado a evaluar la veracidad de las actas, de verifi-
car el quórum o las mayorías. Esto agilizaba el tráfico mer-
cantil y facilitaba la inscripción de los nuevos órganos de 
las personas jurídicas. Debo dejar constancia que estas 
declaraciones juradas, como instrumento de la Asamblea 
de Regularización, han sido cuestionadas por cierto sec-
tor de la doctrina.
Así, se ha indicado en los considerandos de la Resolu-
ción Nº 331-2001-SUNARP-ORLC/SN que: “El registra-
dor debe actuar con la debida diligencia de acuerdo a sus 
funciones. No asume responsabilidad por la autenticidad 
ni por el contenido del libro, acta o documento, ni por la 
firma, identidad, capacidad o representación de quienes 

La Resoluciones Nºs 202-2001-SUNARP/SN y 331-2001- 
SUNARP/SN si bien es cierto, de acuerdo con sus consi-
derandos, buscan solucionar de manera definitiva las in-
certidumbres producidas como consecuencia de la acefa-
lía de la persona jurídica, lamentablemente la experiencia 
registral nos demostró que existen criterios limitativos y 
restrictivos que no lograron comprender a cabalidad el es-
píritu de las dos resoluciones antes mencionadas y los 
problemas para la inscripción de los consejos directivos 
se siguieron presentando.

El problema que se presentó con los registradores 
para no inscribir a los nuevos órganos cuando el órga-
no convocante no estaba inscrito y su período había 
vencido era el del tracto sucesivo. Así se buscaba un 
encadenamiento perfecto, una concatenación de he-
chos simétrica hasta la obsesión y por este motivo si 
el órgano no inscrito cuyo periodo de vigencia había 
vencido convocaba a nuevas elecciones y se elegía a 
un nuevo consejo directivo simplemente no se inscri-
bía este último. 

d.	 La doctrina y la jurisprudencia italianas sobre la 
“inexistencia” de los acuerdos y la representación 
de la persona jurídica

Es interesante la mención que hace Espinoza Espino-
za al jurista italiano Francesco Galgano en el sentido de 
que este considera que los acuerdos tomados con falta 
de quórum o mayorías son inexistentes, situación que no 
está prevista en el ordenamiento peruano, pero que tiene 
un desarrollo amplio en la doctrina y jurisprudencia italia-
nas2 (Cas. 22/04/82, N° 2493, en Francesco GALGANO, 
1969: 232).

Hace más de diez años cuando el problema de la repre-
sentación en la persona jurídica y la acefalía era ya insos-
tenible y se generaban problemas de gravedad inusitada 
para el actuar de los entes colectivos, la doctrina trataba 
de dar algunas salidas desde la perspectiva de la teoría de 
la persona jurídica, sea desde la teoría de la representa-
ción o desde la teoría orgánica. En esa época la Revis-
ta Folio Real mediante los artículos publicados presentaba 
inquietudes sobre la problemática de la acefalía de la per-
sona jurídica, señalando en sus páginas, al referirse a la 
representación de hecho, lo siguiente:

	 Así, mediante Resolución N° 082-2000-ORLC/TR, del 
15/03/2000, se ha aplicado la doctrina de la represen-
tación de hecho de las personas jurídicas que, como 
ha sido definida, consiste en “permitir el acceso al Re-
gistro de aquellos casos en los cuales los directivos 
no pudieron convocar oportunamente a asamblea ge-
neral de elección de sus sucesores y, habiendo venci-
do el término de vigencia de su designación continúan 
ejerciendo sus cargos de manera fáctica; en aten-
ción a que el cese automático y absoluto de los direc-
tivos de una asociación al concluir la vigencia de su 

2	 ESPINOZA ESPINOZA, Juan. La persona jurídica. Pie de página 72: O como afirma enfáticamente la Corte de Casación Italiana, dichas deliberaciones serían “jurídicamente 
inexistentes”.
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respetarse, salvo disposición estatutaria o legal distin-
ta; sin embargo, también lo es que, cuando la prórro-
ga permite adecuar las fechas de las elecciones a la 
exigida por el propio estatuto, la misma resultará pro-
cedente, en vía de excepción; correspondiendo enton-
ces modificarse en parte el criterio adoptado por este 
colegiado sobre este tema, como la contenida en la 
Resolución Nº 321-2000-ORLC/TC del 11 de octubre 
de 2000, en el sentido que, procederá la prórroga del 
mandato de la última directiva inscrita, siempre y cuan-
do sirva para cumplir la fecha prevista en el estatuto 
para la elección de las directivas.

Sin embargo, otras resoluciones del Tribunal Registral 
han precisado, contrariando la finalidad de la Resolución  
Nº 202-2001-SUNARP, que es necesario actuar “de acuer-
do al estatuto” entendiendo esto como que solo podrán 
convocar los consejos directivos que estén dentro de sus 
periodos de funciones cuando no se encuentren inscritos, 
lo cual como dijimos es insostenible. 

Me parece increíble que registradores con una formación 
jurídica hayan, durante tanto tiempo, incurrido en estos 
gruesos errores de interpretar de esta manera la norma 
que buscaba flexibilizar la inscripción de los consejos di-
rectivos. Al pretender malhadadamente los registradores 
que los consejos directivos cuyo periodo había vencido y 
además no estaban inscritos (no podían convocar a elec-
ciones) era sumir en la parálisis a las asociaciones yen-
do contra el sentido común y la interpretación coheren-
te y teleológica de la norma registral. Este es un ejemplo 
de cómo no hay que actuar, de cómo –a veces– se puede 
imponer el rigorismo, el esquematismo, sobre las finalida-
des que inspiran las normas, cómo un falso criterio literal 
esconde una visión chata y limitada de la realidad, una in-
sensibilidad frente a los problemas de las asociaciones y 
su funcionamiento y, por tanto, una indiferencia frente a las 
personas que buscan alcanzar ciertos objetivos con el fun-
cionamiento de la persona jurídica. 

g.	 La importancia de un “reino”: El de las resoluciones 
Nºs 202-2001-SUNARP/SN y 331-2001-SUNARP/SN

Uno de los hitos más trascendentes para tratar de resol-
ver de manera definitiva la situación de acefalía de las per-
sonas jurídicas se expresa en la dación de las Resolucio-
nes Nºs 202-2001-SUNARP/SN y 331-2001-SUNARP/SN 
de fechas 31 de julio de 2001 y 29 de noviembre de 2001 
respectivamente.

Nunca se debe dejar de tomar en consideración los moti-
vos o considerandos que orientaban la Resolución Nº 202- 
2001-SUNARP/SN, los que buscaban orientar la solución 
a las situaciones por las cuales los consejos directivos de 
las personas jurídicas culminaron sus mandatos, sea el 
caso en que exista un último presidente con mandato ins-
crito y periodo vencido o se dé el supuesto de consejos di-
rectivos que han sido debidamente elegidos, pero que por 
uno u otro motivo no han logrado la inscripción de sus inte-
grantes y su periodo también se encuentra vencido.

Así, de esta manera, se señala en la parte expositiva de la 
Resolución Nº 202-2001-SUNARP/SN, lo siguiente:

aparecen suscribiéndolos. Tampoco es responsable por la 
veracidad de los actos y hechos manifestados en las de-
claraciones a que se refiere la presente resolución”.

Las personas que formulen las declaraciones juradas a 
que se refiere la presente resolución asumirán las respon-
sabilidades civiles y penales que pudieran derivarse de la 
falsedad o inexactitud de sus declaraciones juradas.

Las declaraciones juradas respecto a la convocatoria y al 
quórum reguladas en la Res. Nº 331-2001-SUNARP/SN 
podrán ser formuladas por el presidente del consejo 
directivo que convocó o presidió la asamblea, según 
sea el caso, o por el nuevo presidente del consejo di-
rectivo elegido que se encuentre en funciones a la fe-
cha en que se formula la declaración.

f.	 El horror vacui en el sistema registral peruano

Pero el problema se ha presentado con la interpretación 
de registradores y del propio Tribunal Registral que ha 
discriminado a las personas jurídicas cuyos órganos ya 
no están vigentes y les negó la posibilidad de convocar 
a elecciones, lo cual carece de sentido pues si se per-
mite a los órganos inscritos convocar así su perio-
do esté vencido, no entiendo por qué no se permitía 
a los órganos no inscritos en la misma situación de 
vencimiento.

Así sucedía y Espinoza transcribe la siguiente resolución: 
“No podrá acceder al registro la regularización de la elec-
ción de consejos directivos acordada al amparo del ar-
tículo 2 de la Resolución Nº 202-2001-SUNARP/SN si las 
elecciones se realizaron con posterioridad al venci-
miento del mandato del consejo directivo precedente” 
(Resolución Nº155-2002-ORLC/TR, del 22/03/2002, el re-
saltado es nuestro).

La posición del profesor Juan Espinoza se sustenta en la 
siguiente cita: 

	 “En el primer supuesto se faculta, excepcionalmen-
te, al presidente del último consejo directivo inscri-
to pero no vigente a convocar a asamblea general 
en la que se realice la elección del nuevo órga-
no directivo; mientras que en el segundo supues-
to con el objeto de regularizar la situación de los 
consejos directivos no inscritos, la convocatoria a 
asamblea es realizada por el presidente que cuen-
ta con mandato vigente pero no inscrito.

	 Por consiguiente cabría aplicar la analogía: es decir, 
que puede convocar el presidente no inscrito en el 
libro de la asociación, aunque su cargo esté venci-
do: recordemos que es un principio consolidado el 
de ‘frente a la igualdad en la razón hay que aplicar la 
igualdad en el derecho’” (Espinoza, 2012: 329).

La Resolución del Tribunal Registral Nº 103-2002-ORLC/
TR, del 14/02/2002, señaló lo siguiente:

	 Que, si bien hasta el presente este colegiado ha sos-
tenido que la prórroga del mandato de la directiva no 
resultaba posible por cuanto colisionaba con el estatu-
to, que establecía un periodo determinado y que debía 
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	 Artículo 2.- En caso de elecciones de consejos di-
rectivos no inscritos, se restablecerá la exac-
titud registral, mediante asamblea general de 
regularización.

	 Para la calificación registral de la asamblea general de 
regularización se deberá tener en cuenta lo siguiente:

a)	 Se entenderá como válida la convocatoria efectua-
da por el presidente o por el integrante designado 
por el consejo directivo, conforme a la ley o el es-
tatuto, aunque no se encuentre inscrita la elección 
de los integrantes de dicho órgano de gobierno.

b)	 El registrador exigirá la copia certificada del acta 
de la asamblea general de regularización y los de-
más documentos que considere necesarios para 
su calificación. No se requiere la presentación de 
copias certificadas ni otra documentación referida 
a las asambleas en las que se acordó las eleccio-
nes que son materia de la regularización.

c)	 En el acta de la asamblea general de regulariza-
ción deberá constar:

	 1. El acuerdo de la asamblea de reconocer las 
elecciones anteriores no inscritas, inclusive 
respecto al órgano o integrante del mismo que 
convoca la asamblea general de regularización.

	 2. La indicación del nombre completo de todos los 
integrantes del órgano de gobierno elegido y su pe-
riodo de funciones.

	 La conformación y periodo de funciones deberá guar-
dar concordancia con las disposiciones legales y es-
tatutarias aplicables a la asociación o comité, según 
corresponda.

	 Artículo 3.- Encargar a las jefaturas de todas las ofi-
cinas registrales a nivel nacional, velar por el estric-
to cumplimiento de lo dispuesto en la presente resolu-
ción, bajo responsabilidad, sin perjuicio de las acciones 
de fiscalización que ejecute la Sunarp” (el resaltado es 
nuestro).

Esta resolución, durante ocho años, fue fundamental para 
afrontar los problemas de acefalía de la persona jurídica y 
fue utilizada permanentemente por los usuarios y por los 
registradores que la usaban como “tabla de salvamento” 
ante situaciones de carencia de representación del ente 
colectivo. Esta resolución incluía dos aspectos centrales 
a tenerse en cuenta: a) El caso de los consejos directivos 
inscritos pero con periodo vencido y, b) El caso de los con-
sejos directivos no inscritos independientemente de que 
su periodo se haya vencido o no, aunque este tema no fue 
interpretado correctamente como apreciamos al tratar del 
horror vacui.

En el primer supuesto, el último presidente inscrito está fa-
cultado solamente para convocar a elecciones de un nue-
vo consejo directivo a fin de sanear la representación de la 
persona jurídica. En el segundo caso, el último presidente 
del consejo directivo no inscrito, así su periodo haya ven-
cido, también tendrá la misma potestad para convocar a 
elecciones a fin de regularizar la situación de la persona 

	 “Que, se ha verificado que las diferentes instancias de 
calificación registral, interpretan predominantemente 
que el periodo de funciones de los integrantes de los 
consejos directivos y demás órganos de gobierno de 
las asociaciones y comités, concluyen en forma inme-
diata al vencimiento del periodo respectivo, con base 
en lo establecido en el artículo 93 del Código Civil, que 
remite a las reglas de representación la regulación de 
la responsabilidad de los asociados que desempeñen 
cargos directivos.

	 Que, dicha interpretación ha afectado el normal 
desenvolvimiento de dichas personas jurídicas, en 
la medida que el vencimiento de los periodos con-
lleva, en muchas ocasiones, la acefalía de las mis-
mas, e inclusive la imposibilidad efectiva de poder 
elegir a sus nuevos órganos de gobierno, circuns-
tancia que, para ser superada, ha dado lugar a di-
versas interpretaciones de los operadores jurídi-
cos registrales, las que, sin embargo, no han dado 
una solución integral a dicha problemática.

	 Que, el artículo 93 del Código Civil al establecer que 
los asociados que desempeñen cargos directivos son 
responsables ante la asociación conforme a las nor-
mas de la representación, se refiere a las relaciones 
internas entre los integrantes de los órganos y la per-
sona jurídica, mas no a las relaciones existentes entre 
las personas jurídicas y los terceros.

	 Que, el vencimiento del periodo de funciones de 
los consejos directivos mencionados no debe li-
mitar el desenvolvimiento de las personas jurídi-
cas, teniendo en cuenta que se trata de órganos in-
dispensables para su funcionamiento, por lo que 
no debe negarse su vigencia, a fin de garantizar la 
elección de sus nuevos integrantes.

	 Que, en consecuencia, resulta necesario adoptar me-
didas pertinentes a fin de dar uniformidad a los crite-
rios de calificación registral y asegurar el ejercicio de 
una correcta y eficiente función registral, conforme a 
las normas vigentes.

	 Con la aprobación de Directorio, en su sesión del 25 
de julio del presente año, de conformidad con lo esta-
blecido en el inciso b) del artículo 12 del Estatuto de la 
Sunarp, aprobado por Decreto Supremo Nº 04-95-JUS”  
(el resaltado es nuestro).

La parte resolutiva de la Resolución comentada Nº 202- 
2001-SUNARP/SN establece: 

	 SE RESUELVE:

	 “Artículo 1.- Para efectos registrales, se presume que 
el presidente o el integrante designado por el últi-
mo consejo directivo inscrito de asociaciones y co-
mités, están legitimados para convocar a asamblea 
general en la que se elijan a los nuevos integrantes 
de dicho órgano de gobierno, aunque hubiere con-
cluido el periodo para el que fueron elegidos.

	 La convocatoria deberá efectuarse conforme a las nor-
mas legales y estatutarias pertinentes.
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de regularizar la situación de los consejos direc-
tivos no inscritos, la convocatoria a asamblea es 
realizada por el presidente que cuenta con manda-
to vigente pero no inscrito”.

¿De dónde se obtiene esta interpretación?, se pregunta la 
doctrina que vengo siguiendo: 
	 “Al parecer, se cree que es un supuesto excepcional 

y, en aplicación de la prohibición de la analogía en es-
tos casos (artículo IV CC), no cabría que el presiden-
te inscrito en el libro cuyo plazo ha vencido, tenga la 
misma facultad de convocatoria que el vencido pero no 

[sic] inscrito en Registros Públicos. Es im-
perativo tener presente que la Resolución  
Nº 202-2001-SUNARP/SN no es una 
disposición excepcional, sino especial y 
como tal, complementaria del Derecho 
común (que principalmente se encuentra 
en el Código Civil). Por consiguiente, ca-
bría aplicar la analogía: es decir, que pue-
de convocar el presidente no inscrito en 
el libro de la asociación, aunque su cargo 
esté vencido: recordemos que es un prin-
cipio consolidado el de ‘frente a la igual-
dad en la razón, hay que aplicar la igual-
dad en el derecho’” (Espinoza, 2012: 311).

Además, es obvio que si puede convocar a una asamblea 
de regularización el último presidente con mandato inscri-
to y periodo vencido, también lo puede hacer el último pre-
sidente elegido, aunque lo haya sido fuera del plazo para 
ser electo. 

Considero que el problema presentado en la interpretación 
del numeral 2 de la Resolución Nº 202-2001-SUNARP/SN 
dificultó y obstaculizó la continuidad en la gestión y admi-
nistración de las personas jurídicas, pues si para el caso 
del numeral 1 de la mencionada resolución se permite la 
convocatoria a asamblea eleccionaria al último presidente 
con mandato inscrito y periodo vencido; del mismo modo 
debe entenderse para el supuesto del último consejo di-
rectivo con mandato no inscrito y periodo vencido, pues, 
de lo contrario, evidentemente, se está limitando y ponien-
do trabas innecesarias a la resolución de incertidumbres 
en materia de acefalía en la persona jurídica.

II.	 LA REPRESENTACIÓN ORGÁNICA. LA ADMI-
NISTRACIÓN DE LA PERSONA JURÍDICA Y LA 
RESPONSABILIDAD CIVIL DE LOS ADMINIS-
TRADORES 

Si hablamos de acefalía de la persona jurídica es imposi-
ble no tocar el tema de la representación orgánica, pues 
casualmente la acefalía de la persona jurídica implica la 
carencia de representación de la misma. Es aquí donde se 
debe abordar a la representación orgánica como una for-
ma especial de representación asimilada exclusivamente 
a la persona jurídica y diferenciarla de la representación 
voluntaria o negocial, así como de la representación legal 
que son también analizadas en el escenario de la teoría de 
la representación.

jurídica. El argumento de los registradores y de algunas 
resoluciones del Tribunal Registral, en el sentido de que 
para el segundo caso (Asamblea de Regularización), era 
necesario que las elecciones se hayan efectuado dentro 
del periodo que el estatuto establecía, de lo contrario no 
se podrá convocar a elecciones, no tenía sustento, era un 
absurdo y constituía una contravención a la esencia de los 
considerandos de la Resolución Nº 202-2001-SUNARP 
que buscaba casualmente resolver bajo estos dos su-
puestos la situación de acefalía de la persona jurídica. 

La Resolución Nº 202-2001-SUNARP/SN se comple-
mentó con la Resolución Nº 331-2001- 
SUNARP/SN que estableció los crite-
rios de calificación registral sobre acre-
ditación de convocatorias y cómputo 
de quórum en asambleas generales de 
asociaciones y comités, sobre todo en lo 
referido a las declaraciones juradas que 
tenían que presentarse para acreditar la 
validez de la convocatoria y el quórum 
previsto en el estatuto.
Sin embargo, como hemos advertido, a 
pesar de los esfuerzos para intentar so-
lucionar muchos casos de acefalía de la 
persona jurídica, doctrina nacional ad-
vierte que muchos registradores y el 
mismo Tribunal Registral habrían cuestionado lo medular 
y esencial de las resoluciones citadas. Además, como se 
mencionará cuando se comente el nuevo Reglamento de 
Inscripciones del Registro de Personas Jurídicas No So-
cietarias, estas resoluciones han quedado sin efecto por 
lo que si bien ahora no podrán ser aplicadas, sirven como 
referente para poder comprender cuál ha sido desde siem-
pre la intención de los operadores registrales: procurar, 
cuando la realidad extraregistral lo señala, la inscrip-
ción de las personas jurídicas y evitar el problema de 
su acefalía.

Las dos resoluciones antes transcritas y comentadas no 
estuvieron exentas de ser interpretadas caprichosamen-
te, de manera que obstaculizaba innecesariamente la ins-
cripción y desnaturalizaba el fin para el que se dieron es-
tas. Por ejemplo, doctrina nacional cita la Resolución del 
Tribunal Registral Nº 155-2002-ORLC/TR del 22/03/2002, 
que resuelve:

	 “No podrá acceder al registro la regularización de la 
elección de consejos directivos acordada al amparo 
del artículo 2 de la Resolución Nº 202-2001-SUNARP/
SN si las elecciones se realizaron con posterio-
ridad al vencimiento del mandato del consejo di-
rectivo precedente (Espinoza, 2012: 328, resaltado 
nuestro).

Por su parte, la Resolución del Tribunal Registral Nº 454- 
2003-SUNARP-TR-L, señala lo siguiente:

	 “(...) en el primer supuesto se faculta, excepcional-
mente, al presidente del último consejo directivo inscri-
to pero no vigente a convocar a asamblea general en 
la que se realice la elección del nuevo órgano directivo; 
mientras que en el segundo supuesto con el objeto 

“Es obvio que si el último presi-
dente con mandato inscrito y 
periodo vencido puede convo-
car a una asamblea de regu-
larización, también lo puede 
hacer el último presidente ele-
gido aunque lo haya sido fuera 
del plazo para ser electo.”
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aquellos que tienen el poder de realizar actos jurídicos 
vinculantes para una organización colectiva, sean ac-
tos internos, como los acuerdos asamblearios, o actos 
externos, como los contratos celebrados por los admi-
nistradores” (Galgano, 1992: 403).

Sobre la distinción entre representación y relación orgá-
nica se ha señalado que esta última tiene la virtud de:  
“Hacer ajeno el acto respecto de su autor permitiendo que 
el acto sea atribuido a un sujeto distinto”; lo cual ha permi-
tido que se impute al ente colectivo todos “los comporta-
mientos en general jurídicamente relevantes, lícitos e ilíci-
tos externos e internos, e incluso los estados psicológicos 
como la buena fe”; y, por ello, “más allá de los límites en 
que nuestro derecho hace operante el fenómeno de la re-
presentación” (Galgano, 1992: 403).

La representación de la persona jurídica ha tenido una 
evolución histórica que nos permite comprender sus com-
plejidades y situaciones particulares, desde el Derecho ro-
mano la obra de Savigny es fundamental o en la de Otto 
Von Gierke (teoría orgánica) o en la de Federico de Castro 
y Bravo, Francesco Ferrara o en la del propio Francesco 
Galgano para mencionar algunos de la pléyade de auto-
res que han tratado tan importante temática. La represen-
tación en el Derecho romano, su evolución en la edad me-
dia, en la etapa moderna y finalmente su desenvolvimiento 
en el mundo moderno hacen de esta figura una institu-
ción esencial para el desarrollo de la vida de relación y del 
desenvolvimiento de las economías en los sistemas impe-
rantes en cada ordenamiento. 

Por otro lado, la representación orgánica se debe estudiar 
dentro de la sistemática de la representación negocial, por 
lo tanto, se convierte en una materia del negocio jurídi-
co vinculada a la teoría de las personas jurídicas y, cómo 
no, a nuestro objeto de estudio en el presente trabajo. La 
representación orgánica no es una materia aislada, tiene 
unos vasos comunicantes con la representación negocial, 
con la teoría de las personas jurídicas, con el contrato de 
mandato, con las patologías en materia de representación 
negocial (me estoy refiriendo a la ineficacia por el exce-
so, por el abuso o inclusive por la ausencia de representa-
ción). Y también puede ser estudiada desde la perspectiva 
del salvamento del negocio jurídico o del acuerdo tomado 
mediante el negocio jurídico de la ratificación desarrollada 
en el artículo 162 del Código Civil3.

Otro aspecto importante en materia de representación or-
gánica es la mirada del Derecho registral a la problemá-
tica de la representación en comento. Cuando un sujeto 
de derecho busca realizar negocios jurídicos con terceros, 
lo que se le solicita son las facultades de representación 
de sus órganos, representantes o administradores. Si de-
seamos celebrar un contrato con una empresa X, lo que 
esta nos va a solicitar es la vigencia de los poderes de los 
representantes, digamos del consejo directivo, y tenemos 

La persona jurídica se expresa por medio de sus órganos, 
en una especie de “ensimismación” de estos en el ente co-
lectivo, es decir, los órganos de la persona jurídica forman 
parte de la estructura de esta. No son entidades diferen-
tes, autónomas, diversas de la persona colectiva. Están 
insertos, ensimismados en el ente y por tanto su actua-
ción es el reflejo de la voluntad del mismo. La capacidad 
de obrar de la persona jurídica se puede concretar me-
diante la expresión de sus órganos, de su manifestación 
volitiva en un acuerdo que finalmente es el acuerdo de la 
persona colectiva. El órgano no puede ser comprendido 
autónomamente, de manera particular, aislado, no se pue-
de, por ejemplo, demandar a un órgano, no se le puede  
emplazar, no es legitimado pasivo en una relación proce-
sal. Sin embargo, la persona jurídica no podría entender-
se sin sus órganos, pues por medio de estos es que ella 
se expresa. 

Dos teorías han desarrollado distintas perspectivas con 
respecto a la actuación de la persona jurídica, es decir, a 
su capacidad de obrar: La teoría de la representación y 
la teoría orgánica. En la primera la persona jurídica tie-
ne representantes o mandatarios que son independientes 
de la misma y que se relacionan con los terceros en nom-
bre y en interés de la persona jurídica en un contrato de 
mandato. Es decir, una relación obligacional predispone a 
la persona jurídica con su representante y los efectos del 
contrato celebrado entre el representante y el tercero re-
caen inmediata y directamente en la persona jurídica, con 
lo cual la persona jurídica responderá por los eventuales 
daños que se puedan causar al tercero que celebró el con-
trato con el representante, siempre y cuando este haya ac-
tuado dentro de las facultades otorgadas. En cambio, la 
teoría de la representación orgánica no propugna la inde-
pendencia entre el órgano que puede ser un representan-
te, sino que al contrario, establece la sumisión y absorción 
del órgano por parte del ente colectivo en una “ensimis-
mación”, que lo hace formar parte integrante de la perso-
na jurídica, por lo que no se puede comprender aislado de 
la misma. Reitero, es la persona jurídica la que se expre-
sa por medio de sus órganos y, por lo tanto, manifiesta o 
pone en práctica su capacidad de obrar.

Una posición sobre el órgano distinta a la que comenta-
mos, la podemos encontrar en Francesco Galgano, quien 
señala:

	 “El concepto de órgano tiene su origen en la decimonó-
nica concepción orgánica de la persona jurídica como 
entidad social que, a semejanza del hombre, forma su 
propia voluntad (en la asamblea) y la realiza (median-
te los administradores). El uso de este concepto, que 
ha entrado también en el lenguaje legislativo, está ac-
tualmente desligado de cualquier referencia a la teo-
ría orgánica (baste considerar el uso que de este con-
cepto hace el artículo 1332 o el capítulo segundo de 
la Ley de quiebras (italiana): indica simplemente a 

3	 Artículo 162 del CC.- “En los casos previstos por el artículo 161, el acto jurídico puede ser ratificado por el representado observando la forma prescrita para su celebración. La 
ratificación tiene efecto retroactivo pero queda a salvo el derecho de tercero. El tercero y el que hubiese celebrado el acto jurídico como representante podrán resolver el acto ju-
rídico antes de la ratificación, sin perjuicio de la indemnización que corresponda. La facultad de ratificar se trasmite a los herederos”. 
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En el Código Civil peruano no existe una regulación de 
límites (ni siquiera figuran las atribuciones generales del 
Consejo Directivo) de los administradores de la persona 
jurídica, esto queda a lo establecido en los estatutos. 

Con respecto a la administración y representación, con 
agudeza se ha señalado que: “el poder de representación 
por lo general va separado del poder de administración; 
en efecto, este último corresponde al consejo de adminis-
tración, como órgano colectivo; el primero compete al pre-
sidente del consejo de administración” (Galgano, 1999: 
371). Se señala que el poder de administración correspon-
de al órgano de la persona jurídica, consejo de adminis-
tración (directivo) y el poder de representación correspon-
dería al presidente del consejo de administración y en el 
caso de una asociación al presidente del consejo directivo. 
En el primer supuesto el órgano, consejo de administra-
ción, o consejo directivo, gestiona y administra a la perso-
na jurídica, tiene la calidad de órgano ejecutivo con ca-
rácter permanente, pues siempre es necesario un consejo 
de administración o directivo para el desenvolvimiento del 
ente colectivo. Por lo tanto, sí podríamos concluir que este 
tiene un poder de administración.

En el segundo supuesto, el presidente del consejo de ad-
ministración o directivo es el que representa a la persona 
jurídica ante los terceros, por lo tanto, tiene un poder de 
representación. Desde este punto de vista es acertada la 
posición de Galgano. 

De lo antes señalado, se puede establecer, según la doc-
trina italiana, dos reglas principales como son:

a)	 El acto realizado por el representante en ejecución de 
una decisión inválida o –con mayor razón, sin previa 
decisión– de la asamblea o del consejo de administra-
ción, es inválido (ya que la invalidez de la decisión o 
la falta de esta no sería, en manera alguna oponible, al 
tercero de mala fe).

b)	 La invalidez del acto realizado por el representante no 
es oponible a los terceros de buena fe. (Galgano, 
1999: 372).

	 El ejercicio válido del poder de representación está, 
pues, subordinado al ejercicio previsto del poder de 
decisión4 (Galgano, 1999: 173).

La doctrina alemana nos habla de una dirección en el 
caso de las asociaciones y señala que “puede compren-
derse de una o varias personas. Aunque temporalmente 
falte la dirección, la asociación no pierde la capacidad 
jurídica, procediendo un nuevo nombramiento conforme 
a las disposiciones de los estatutos o de la ley” (Enne-
ceerus, Kipp y Wolff, 1931: 463, resaltado nuestro). Lo se-
ñalado por la doctrina alemana me parece importante de 
resaltar, pues se establece que la asociación no pierde ca-
pacidad jurídica así falte la dirección, lo cual nos lleva a 
concluir que se ha adoptado la teoría del órgano y no la 

que entregarle una ficha literal en la que aparezcan las fa-
cultades para poder celebrar el contrato por parte del ór-
gano de la persona jurídica, y no solamente que cuente 
con las facultades, sino, sobre todo, que las mismas se 
encuentren vigentes. Si no se presenta una situación ni 
la otra entonces la empresa X no concertará el contrato 
con nuestra empresa. De allí que el Derecho registral con 
sus propias reglas y particularidades nos confronta con si-
tuaciones complejas, como la ausencia de representación 
de la persona jurídica y, al mismo tiempo, nos da algunas 
orientaciones para salvar o subsanar estas ausencias que 
no permiten o congelan el tráfico jurídico. Es en este esce-
nario de ausencia de representación orgánica por el ago-
tamiento del periodo de vigencia del órgano que se pre-
senta la problemática de la acefalía de la persona jurídica 
y es precisamente a resolver esta problemática que apun-
ta la complementariedad de propuestas del Derecho Civil 
y del Derecho Registral sin dejar de obviar a instituciones 
que competen al Derecho Societario y Comercial, e inclu-
sive al Derecho Administrativo y Constitucional.

Según la doctrina comercial italiana que vengo siguiendo:

	 “(...) la representación de la sociedad corresponde, ins-
titucionalmente, a los administradores, y, en particular, 
a aquel o aquellos a quienes la confiere la escritura de 
constitución (art. 2328, num 9); en general, correspon-
de al presidente del consejo de administración y, cuan-
do esté previsto su nombramiento, al consejero dele-
gado o a los consejeros delegados. La representación 
de la sociedad puede corresponderles no solo a los ad-
ministradores, sino a los dependientes de la sociedad, 
con base en poderes conferidos por los mismos admi-
nistradores, y también a los directores generales, o a 
los mandatarios ad hoc para negocios concretos; y, en 
estos casos, se trata de una representación común, 
regulada por los principios generales de la represen-
tación y, cuando concurren los requisitos de ella, de la 
designación del factor (I.6.4, I.6.5.)” (Galgano, 1999: 
368-369).

En el caso italiano los límites de la representación regula-
dos por el artículo 2384 de la norma italiana fueron inno-
vados por el decreto presidencial dictado en aplicación de 
las instrucciones de la Comunidad Económica europea. 
Así, el primer apartado de tal artículo comienza señalan-
do: “Los administradores que tienen la representación de 
la sociedad pueden realizar todos los actos que quedan 
comprendidos en el objeto social, salvo las limitaciones 
que resultan de la ley o de la escritura de constitución”. 

En el sistema italiano, herencia del sistema alemán y fran-
cés se establecía (art. 2384) que: “Las limitaciones al po-
der de representación que se derivan de la estructura de 
constitución o del reglamento, aun cuando hayan sido 
publicadas, no son oponibles a terceros, salvo que se 
pruebe que estos obraron intencionalmente en perjuicio 
de la sociedad” (Galgano, 1999: 370).

4	 Véase MINERVINI. Gli aministratori di societá per azioni, p. 125 y ss., seguido en la jurisprudencia por la Cas. del 26 de enero de 1963 (En Foro ital, 1963,I, 1301); Cas. del 23 
de enero de 1959 (en Gir. Ital, 1960,I, 1,92).
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estos entes tienen la misma naturaleza de la persona ju-
rídica de Derecho Privado solamente que regulados por 
sus propias disciplinas, el Derecho Comercial y el Dere-
cho Administrativo. 

En cuanto a la representación orgánica doctrina italiana, 
señala: 

	 “La relación que existe entre el que actúa por el ente y 
este, constituye una forma especial de representación. 
En efecto, la figura típica del representante presupo-
ne una dualidad de voluntades (la del representante y 
la del representado), mientras que aquí la voluntad del 
ente es la misma que la de la persona física que por él 
actúa. Pero no existe unidad personal ni compenetra-
ción plena entre la persona física del titular del órgano 
y la persona jurídica; antes bien existe una coordina-
ción. Este fenómeno, por el cual la voluntad del indivi-
duo constituye el elemento activo de otra personalidad 
se denomina representación institucional u orgáni-
ca” (Trabucchi, 1966: 127).

Sobre los órganos de las personas jurídicas, doctrina ita-
liana autorizada dice: 

	 “Las normas sobre el ordenamiento interno de las per-
sonas jurídicas hacen referencia a dos órganos funda-
mentales: la asamblea y los administradores. El primer 
órgano es propio de las asociaciones; el segundo es 
común a asociaciones y fundaciones. Otros órganos 
no necesarios pueden ser previstos en el acto consti-
tutivo y el estatuto del ente respectivo. Bastante difun-
dida es, por ejemplo, la previsión de un órgano de con-
trol, con funciones similares a las del colegio de control 
en la sociedad de capitales.

	 La asamblea de los asociados constituye un órgano 
colegial, en el que participan todos los miembros de 
la asociación, y tiene funciones directivas y de con-
trol. Entre sus posibles competencias, algunas le es-
tán reservadas en forma necesaria y exclusiva por la 
ley: se trata de la competencia para nombrar los admi-
nistradores, decidir sobre la responsabilidad de estos 
(art. 22), aprobar el balance (art. 20 inc. 1), modificar 
el acto constitutivo y el estatuto (art. 20 inc. 2) , decidir 
la exclusión de una asociado (art. 24 inc. 3), disolver 
la asociación (art. 21, inc. 3). Otras competencias pue-
den serle atribuidas en el acto constitutivo y el estatuto. 
En fin, la asamblea puede ser llamada a decidir sobre 
cualquiera materia por los administradores, como tam-
bién, por los asociados, cuando, a lo menos una déci-
ma parte de estos, motivadamente, lo considere nece-
sario (art. 20 inc. 2)” (Breccia, 1992: 309).

Con respecto a los administradores se ha manifestado: 

	 “Los administradores son un órgano con funciones esen-
cialmente ejecutivas y de la llamada representación del 

teoría de la representación. Con este criterio el consejo di-
rectivo de una asociación así haya expirado en sus fun-
ciones no debe ser motivo para la pérdida de capacidad 
u operatividad de la asociación y se debe adoptar las me-
didas que permitan que este órgano pueda seguir cum-
pliendo su función, sin afectar el desarrollo de la perso-
na jurídica. 

Ante la falta de administradores que puedan dejar en inde-
fensión a la asociación la doctrina alemana citada señala: 
“Si faltan los miembros indispensables para la dirección, el 
Tribunal de primera instancia tiene que nombrar sustitutos 
temporales hasta que se subsane esta falta, pero solo a 
petición del interesado y solo en casos urgentes”5 (Enne-
ceerus, Kipp y Wolff , 1931: 463).

Con acierto se señala que: “La dirección (en nuestro caso 
consejo directivo) representa a la asociación judicial y ex-
trajudicialmente. Tiene la posición de un representante le-
gal” (Enneceerus, Kipp y Wolff, 1931: 465).

Ahora la misma doctrina en un pie de página señala con 
mayor precisión que:

	 En rigor, no es representante de la asociación (sin ca-
pacidad jurídica), sino órgano de voluntad de la aso-
ciación (capaz de voluntad, más precisamente pensa-
da como sujeto de voluntad). Esta posición doctrinal 
es la que compartimos, no estamos ante un represen-
tante, en estricto, de la persona jurídica cuando nos 
referimos al consejo directivo, sino nos encontramos 
frente a un órgano que hace que la asociación tenga 
capacidad jurídica. En caso de que el órgano se en-
cuentre afectado o limitado funcionalmente recaerá di-
rectamente en la funcionalidad de la persona jurídi-
ca como en el caso materia de estudio. (Enneceerus, 
Kipp y Wolff, 1931, 465).

Sobre la responsabilidad de la persona jurídica por los ór-
ganos de voluntad, se ha señalado con acierto que:

	 “La voluntad de estos órganos vale como volun-
tad de la persona jurídica misma que en consecuen-
cia responde –exactamente como una persona natu-
ral– de su acto propio. Esta disposición no solo rige 
para las asociaciones, sino, según los artículos 86 y 
89, también para las fundaciones y para las personas 
jurídicas del Derecho Público y debe ser concebida (...) 
como principio general derivado de la esencia de la 
persona jurídica, habiéndose de extender por tanto a 
las personas jurídicas del Derecho Mercantil y a las 
reservadas al Derecho territorial” (Enneceerus, Kipp y 
Wolff, 1931: 469).

Aporte de la doctrina alemana que valiéndose de la esen-
cia de la persona jurídica extiende el “manto” de la res-
ponsabilidad a las entidades de Derecho Mercantil y de 
Derecho Público, finalmente, es lo más acertado pues 

5	 Se señala así: “Es importante el nombramiento de sustitutos singularmente cuando una declaración de voluntad, por ejemplo, una denuncia, es dirigida a la asociación y no hay 
ningún miembro de la dirección o bien cuando se debe tomar un acuerdo importante e inaplazable y falta el número de miembros de la dirección, que según los estatutos es  
indispensable para tomar acuerdo. En el primer caso, el acreedor o el deudor denunciante podrá presentar, en concepto de interesado, la solicitud para que se nombre el substi-
tuto o substitutos necesarios; en el segundo caso, puede hacerlo en el mismo concepto cualquiera de los miembros de la asociación”.
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de la acefalía de la persona jurídica sin haber llegado a 
una solución definitiva; sin embargo, es necesario conocer 
algunas de estas resoluciones que pueden servir de base 
al estudioso de la materia.

Así tenemos: 
-	 Vigencia de Poder otorgado a miembros de Consejo 

de Administración: Resolución Nº 596-2001-ORLC/TR 
del 26/12/2011 publicada en El Peruano el 11/01/2012.

-	 Asamblea convocada judicialmente y comité electoral 
R. Nº 097-2002-ORLC/TR del 14/02/02 publicada en 
El Peruano del 2/3/2002.

-	 Subsanación de defectos en acta de 
asamblea de regularización. Res. Nº 189- 
2002-ORLC/TR del 10/04/2002 publi-
cada en El Peruano el 19/04/2002.

-	 Facultades del Directorio. Res. Nº 021-
2002-ORLC/TR del 18/01/2002 publi-
cada en El Peruano el 04/02/2002.

-	 Declaraciones Juradas respecto a con-
vocatoria y quórum. Res. Nº 705-2004- 
SUNARP-TR-L publicada en El Perua-
no el 29/11/2004.

-	 Convocatoria a asamblea general por 
miembros del consejo directivo. Res.  
Nº 447-2000-ORLC/TR del 18/12/2000, 
Res. Nº 583-2001- ORLC/TR del 

	 17/12/2001, Res. Nº 026.02-ORLC/TR del 18/01/2002.
-	 Interpretación del estatuto. Res. Nº 623-03-ORLC/

TR del 01/12/2003, Res. Nº 144-04-ORLC/TR del 
12/03/04, Res. Nº 039-99-ORLC/TR del 12/02/1999.

-	 Prórroga y reelección del Consejo Directivo de asocia-
ción. Res. Nº 22-05-ORLC/TR del 09/02/2005, Res.  
Nº 37-05-ORLC/TR del 01/03/2005, Res. Nº 106-04-
ORLC/TR del 25/06/2001.

-	 Conducción de elecciones por el consejo directivo en 
Asamblea Universal. Res. Nº 307-02-ORLC/TR del 
26/06/2002.

-	 Elección del Consejo Directivo. Res. Nº 100-2001-
ORLC/TR, Res. Nº 351-01-ORLC/TR del 14/08/2001, 
y Res. Nº 284-2001-ORLC/TR del 02/07/2001.

-	 Precisión al precedente relativo a prórroga y reelec-
ción del Consejo Directivo. Res. Nº 1198-A-09 del 
05/08/2009.

-	 Reelección inmediata. Res. Nº 03-08-ORLC/TR del 
02/01/2008.

Consideramos, por su importancia, reseñar algunas de las 
resoluciones mencionadas y algunas otras que han servi-
do de precedentes en este camino conducente a solucio-
nar la acefalía de la persona jurídica.

a.	 Resolución del Tribunal Registral Nº 596-2001- 
ORLC-TR, del 26/12/2001

	 “Cuando se ha otorgado poder a una o varias per-
sonas en su calidad de miembros del Consejo de 

ente. Estando caracterizada por estas funciones, la po-
sición de los administradores adquiere una relevancia 
distinta en las asociaciones y en las fundaciones. En 
las primeras, la esfera de competencia de los adminis-
tradores encuentra un límite preconstituido en las atri-
buciones reservadas a la asamblea de los asociados, 
la que, de otra parte, puede formular directrices de ca-
rácter general sobre la administración del ente y, de to-
dos modos, está llamada a controlar periódicamente, 
para los efectos de la aprobación del balance, las ope-
raciones de los administradores que ella misma provee 
a nombrar, confirmar y sustituir. En cambio, los admi-
nistradores de una fundación son los 
únicos competentes para determinar 
autónomamente las directrices y los 
criterios de administración del ente, 
directrices y criterios que ellos mis-
mos proveen a ejecutar. En especial, 
al fundador no le está permitida nin-
guna injerencia en la administración” 
(Breccia, 1992: 311).

III.	¿QUÉ SEÑALA LA JURISPRU-
DENCIA DE LAS CORTES DE 
JUSTICIA Y DE NUESTRO TRI-
BUNAL REGISTRAL?

Con respecto a la jurisprudencia judi-
cial se ha establecido:

Sentencia del 17/03/1999 de la Sala de Procesos Sumarí-
simos de la Corte Superior de Lima, Exp. Nº 659-98: 

	 “(...) Que, del estatuto de la asociación involucrada, se 
desprende que el periodo de gestión de la junta direc-
tiva es de tres años prorrogables por un periodo equi-
valente, y de manera parcial, solo cuando los fines de 
la institución lo exijan; mientras que advirtiéndose de la 
venida en grado, que aparece una junta que viene ejer-
ciendo un mandato más allá de la prórroga judicial que 
le es concedida mediante sentencia (...), lo que da una 
idea de la verosimilitud de la acefalía que viene pade-
ciendo la asociación (...)”.

Sentencia del 13/06/1997, Corte Superior de Lima, Exp. 
Nº 631-97: “(...) don (...) tenía mandato como presidente 
de la asociación emplazada solo hasta el veinte de abril 
de mil novecientos noventa y cuatro; por ende, no debió 
convocar ni presidir la asamblea general de fecha trece de 
enero de mil novecientos noventiséis”.

Sentencia del 25/06/1999, Sala de Procesos Abreviados y 
de Conocimiento, Exp. Nº 15504-98: “(...) resulta evidente 
que el mandato de (...) como Gran Maestro de la Gran Lo-
gia del Perú feneció como tal, el veinticinco de marzo de 
mil novecientos noventa y ocho, habiéndose él mismo pro-
rrogado su mandato sin respaldo alguno de la asamblea 
en contra del estatuto antes referido”.

Son muchas las resoluciones del Tribunal Registral que se 
han venido pronunciando y dando alternativas al problema 

“La persona jurídica se expre-
sa por medio de sus órganos, 
en una especie de ‘ensimis-
mación’ de los mismos en el 
ente colectivo, es decir, los ór-
ganos de la persona jurídica 
forman parte de la estructura 
de esta. No son entidades di-
ferentes, autónomas, diversas 
de la persona colectiva.”
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en el artículo 26 del estatuto y el artículo 87 del Có-
digo Civil, que exige la concurrencia de la mitad más 
uno de los asociados. Verificándose de los documen-
tos presentados que de los 56 asociados hábiles han 
concurrido 20 asociados quienes no representan la mi-
tad más uno que se exige para la validez del acuer-
do, siendo este el supuesto (ausencia del quórum re-
glamentario) la sanción es la nulidad del acto jurídico 
(artículo 219 numeral 7 del Código Civil). También pa-
ralelamente se ha presentado en el acta da asamblea 
general del 2 de mayo de 2004 una nueva transcrip-
ción del acta de asamblea general del 2 de noviembre 
de 2003 en el cual se modifica la hora de instalación de 
la asamblea general del 2 de noviembre de 2003, pero 
este aspecto no ha sido considerado en forma expre-
sa en el aviso de convocatoria como error material en 
la transcripción; en ese sentido sería ineficaz al ampa-
ro del artículo 23 del estatuto.

	 (...)
	 VI. ANÁLISIS
	 La norma (Res. Nº 331-2001-SUNARP/SN, art. 2) no 

señala que debe tratarse del presidente del consejo 
directivo que convocó a la asamblea. En estricto, “el 
presidente del consejo directivo” es el presidente que 
ejerce dicho cargo a la fecha de la declaración, esto es 
–por lo general, salvo que el estatuto difiera la fecha 
de entrada en funciones del nuevo consejo elegido o 
la asamblea lo acuerde así– el presidente elegido en la 
asamblea a la que se refiere la declaración jurada. Así, 
la declaración jurada es efectuada por el representan-
te legal de la asociación o comité por su calidad de tal, 
y no por haber efectuado la convocatoria.

	 A pesar de que, en estricto, el presidente del consejo 
directivo es quien ejerce dicho cargo a la fecha de la 
declaración, la declaración jurada podrá también ser 
efectuada por el presidente que convocó a la asam-
blea, por haber efectuado la convocatoria en su cali-
dad de presidente.

	 Consideramos que la directiva de la Sunarp bajo exa-
men, debe ser interpretada de acuerdo con su finalidad, 
que es dar una solución eficaz a la problemática de las 
personas jurídicas, mediante el empleo de declaracio-
nes juradas para acreditar la convocatoria. Así, la inter-
pretación que se haga de la norma debe permitir el em-
pleo de las declaraciones juradas a todas las personas 
jurídicas a la que es aplicable, admitiendo tanto la de-
claración jurada efectuada por el presidente que convo-
có a la asamblea, como la declaración jurada efectuada 
por el presidente elegido que esté en funciones.

	 Esta resolución me parece impecable, solamente una 
observación en cuanto al numeral 4) de la parte con-
siderativa, en el sentido de que se refiere de mane-
ra incorrecta a la nulidad confundiéndola con la inefi-
cacia y utilizándola como sinónimo cuando sabemos 
que no lo es. Aquí hay un asunto académico y legal 
que merece otro estudio diferente al que es materia de 
investigación”. 

Administración de una Cooperativa, se entiende 
que ha sido otorgado en uso de sus atribuciones 
de gobierno por lo que no podría seguir vigente 
una vez vencido el periodo de mandato para el que 
fueron elegidos”.

	 El considerando 9) de esta resolución señala lo 
siguiente:

9.	 El mandato de los miembros del Consejo de Ad-
ministración ha fenecido y ello sucede de pleno 
derecho sin necesidad de extenderse un asiento 
registral para publicitar ese hecho, en razón de que 
el mandato que ejercen los miembros del consejo, 
cesa al término del periodo establecido en el esta-
tuto, tal como lo ha señalado esta instancia en rei-
terada jurisprudencia.

	 Esto implica el vencimiento del mandato del consejo 
directivo y la no continuidad de funciones de este con 
los problemas derivados de su falta de representación.

b.	 Resolución del Tribunal Registral Nº 705-2004- 
SUNARP-TR-L, del 29/11/2004

	 Las declaraciones juradas respecto a la convocatoria 
y al quórum podrán ser efectuadas por el presidente 
que convocó o presidió la asamblea según el caso, o 
por el nuevo presidente elegido que se encuentre en 
funciones.

	 No requiere acreditarse ante el registro la ausencia o 
impedimento temporal del presidente, para admitir el 
ejercicio de sus facultades por parte del vicepresidente.

	 La vacancia del cargo de presidente deberá inscribirse 
en forma previa o simultáneamente al acto en el que el 
vicepresidente actúa en reemplazo del presidente por 
la vacancia del cargo de este último.

	 Cuando el vicepresidente actúa en reemplazo del pre-
sidente sin indicar causal de vacancia en el cargo debe 
presumirse que lo está reemplazando de manera tran-
sitoria, no requiriéndose que invoque expresamente la 
razón por la que actúa en reemplazo del presidente.

	 “IV. DECISIÓN IMPUGNADA

	 2.b. Además el carácter subsanatorio de la asamblea 
general del 2 de mayo de 2004 es cuestionable, toda 
vez que en sede registral se discute la validez de la 
asamblea general del 2 de noviembre de 2003, porque 
no se acredita su convocatoria por el órgano legitima-
do por ley y el estatuto; cabe precisar que la ausencia 
de convocatoria trae como consecuencia la nulidad del 
acto jurídico (artículo 219 numeral 7 del Código Civil) 
siendo esta insubsanable.

	 (...)

	 4. Asimismo la asamblea general del 2 de noviembre 
del 2003 (sic: 16 de noviembre de 2003) según la co-
pia certificada del acta de asamblea general del 14 de 
diciembre del 2003 fue celebrada en primera convo-
catoria. En este sentido resulta aplicable lo dispuesto 
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que quien convoque sea cualquier integrante del con-
sejo directivo a la sazón nombrado por la asamblea.

d.	 Resolución Nº 736-2012-SUNARP-TR-L, del 18/05/2012

	 CONTINUIDAD DE FUNCIONES, PRÓRROGA Y 
REELECCIÓN DE LOS INTEGRANTES DEL ÓRGA-
NO DIRECTIVO: 

	 La continuidad de funciones y la prórroga son distin-
tos: la primera importa la permanencia de los miem-
bros directivos en su cargo sin necesidad de realiza-
ción de una asamblea que la acuerde; mientras que la 
prórroga de determinado consejo directivo deviene del 
acuerdo de la asamblea general, no realizándose pro-
ceso eleccionario alguno.

	 Para que se admitan la continuidad y la prórroga de 
funciones de los integrantes del órgano directivo, de-
ben encontrarse previstas en el estatuto.

	 Por su parte la diferencia entre la prórroga de funcio-
nes y la reelección, si bien en ambos casos se trata de 
los mismos integrantes del consejo directivo los que 
continúan en sus cargos, en la primera no hay un pro-
ceso eleccionario, mientras en la segunda sí.

	 (...)

	 “8. Siendo inválido el acuerdo respecto de uno de los 
dos periodos eleccionarios materia de la asamblea ge-
neral de reconocimiento (es decir, el periodo 2009-
2011), teniendo en cuenta que de conformidad con el 
artículo 63 del RIRP JNS la inscripción de la asamblea 
general de reconocimiento solo procede para regula-
rizar dos o más periodos eleccionarios, no resulta 
posible acoger la rogatoria del presente título al te-
ner el título adjunto de un defecto insubsanable que 
afecta la validez del acto contenido en el mismo (...)” 
(el resaltado es nuestro).

	 La resolución que aborda la diferencia entre prórro-
ga, continuidad y reelección me parece adecuada en 
cuanto precisa el alcance de los términos señalados. 
Sin embargo y aquí es necesario, ser enfático, cuando 
la resolución señala (siguiendo al reglamento de Ins-
cripciones del Registro de Personas Jurídicas no So-
cietarias) que “la inscripción de la asamblea general 
de reconocimiento solo procede para regularizar 
dos o más periodos eleccionarios”, incurre en un 
grave error que mantiene la problemática de la acefa-
lía de la persona jurídica y contraviene el artículo 44 
del mencionado reglamento. Me pregunto ¿Por qué la 
asamblea general de reconocimiento (antes asamblea 
de regularización) solamente puede inscribirse cuan-
do se deba regularizar dos o más periodos elecciona-
rios? ¿Qué pasa si lo que se busca inscribir mediante 
la asamblea de reconocimiento, es solamente el último 
periodo eleccionario? Estaría absurdamente condena-
do a esperar que transcurra un periodo más (que pue-
de ser de tres años o más) para recién inscribir el re-
conocimiento de nuestra junta directiva actual, lo cual 
afecta de manera grave el desenvolvimiento de la aso-
ciación. El artículo 63 del reglamento se convierte así, 
en el remanente, del horror vacui, tan criticado, con 

c.	 Resolución del Tribunal Registral Nº 447-2000-
ORLC/TR, del 18/12/2000

	 FACULTAD DE CONVOCATORIA A ASAMBLEA 
POR PARTE DE LOS MIEMBROS DEL CONSEJO 
DIRECTIVO DE LA ASOCIACIÓN

	 Es válido pactar en el estatuto de una asociación que 
sea un integrante del consejo directivo distinto al presi-
dente, quien convoque a asamblea general.

	 “Que se ha venido interpretando el artículo 85 del Có-
digo Civil en el sentido de que se trata de una norma 
imperativa, de manera tal que en el estatuto necesa-
riamente debía expresarse que la asamblea general 
es convocada por el presidente del consejo directivo, y 
excepcionalmente, por el propio consejo directivo, por 
impedimento o negativa del primero.

	 Que corresponde examinar los alcances del referido 
artículo 85 dada la amplia casuística registral existen-
te; al respecto debe decirse que, el carácter impera-
tivo de una norma no está dado necesariamente por 
los términos literales mandatorios, bajo sanción de nu-
lidad, en que se encuentre redactada, pues aun cuan-
do no estuviera expresada en dichos términos será im-
perativa si constituye una derivación de los principios 
fundamentales en que se sustenta el sistema jurídico 
en general y la figura o instituto jurídico en particular.

	 Que en el título II dela sección segunda (personas jurí-
dicas) del libro I (derecho de las personas) del Código 
Civil se aprecian disposiciones normativas referentes a 
los aspectos esenciales de la asociación, como aque-
llas en las que se señala que la misma “persigue un fin 
no lucrativo”; que, “la asamblea general es el órgano 
supremo” y como tal competente para elegir el consejo 
directivo, modificar el estatuto y disolver la asociación, 
así como la que establece que “ningún asociado tie-
ne derecho a más de un voto”, por ejemplo; las indica-
das normas atienden a la finalidad esencial de la aso-
ciación y a su organización sustentada en la igualdad 
de los asociados y la atribución que tienen de partici-
par en la toma de decisiones fundamentales de la per-
sona jurídica; en cambio, existen normas que no inci-
den en tales aspectos sustanciales, aspectos respecto 
a los cuales, y en uso de la autonomía de la voluntad 
podrían los asociados pactar en el estatuto en sentido 
distinto a lo establecido en el Código Civil.

	 Que, en ese sentido, si bien el Código Civil ha dispues-
to que sea el presidente del consejo directivo el que 
convoque a asamblea general, sin embargo, estable-
cer una fórmula distinta, como que otro integrante del 
consejo directivo efectúe la convocatoria, no afecta la 
esencia de este tipo de organización denominada aso-
ciación, dado que se trata de un miembro del órgano 
directivo elegido por la propia asamblea general, órga-
no supremo”.

	 La resolución me parece adecuada, pues estamos 
ante una norma de carácter supletorio así aparente im-
peratividad. El máximo órgano de la persona jurídica 
(la asamblea de socios) puede pactar en el estatuto 
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razón, por Juan Espinoza. Promueve la acefalía de la 
persona jurídica limitando innecesariamente el recono-
cimiento a dos periodos cuando podía facultar el reco-
nocimiento o regularización del último, como se hacía 
inclusive cuando estaba vigente el numeral segundo 
de la Resolución Nº 202-2001-SUNARP/SN, que per-
mitía la regularización por parte del último presidente 
electo que convocaba a dicha asamblea por ser su pe-
riodo de elección consecutivo al de un consejo directi-
vo que no se había inscrito. 

e.	 Resolución Nº 170-2010-SUNARP-TR-A, del 14/05/2010

	 CARÁCTER NO CONSTITUTIVO DE LA ELECCIÓN 
DE LOS INTEGRANTES DEL CONSEJO DIRECTIVO

	 La elección de los integrantes del consejo directivo es 
válida desde el momento de la adopción del acuerdo 
correspondiente, siendo que su inscripción registral no 
es constitutiva, es decir, no es requisito de validez de 
la misma. De tal forma que en el ámbito interno los 
integrantes electos puedan comportarse válidamente 
como tales y ejercer las funciones que el estatuto les 
haya atribuido, y en el ámbito externo, también, sal-
vo que sus contratantes le exijan la inscripción del 
mismo, en cuyo caso será para efectos de publicidad 
de la elección correspondiente, mas no para fines de 
validez ni invalidez de los actos que realicen en nom-
bre de la persona jurídica (resaltado es nuestro). 

	 Este es un asunto que se presenta mucho en la prácti-
ca de la profesión en la que las empresas con quienes 
busca contratar la persona jurídica supeditan la con-
tratación a la presentación de las facultades de repre-
sentación inscritas de parte de la Junta Directiva. Esta 
exigencia tiene una explicación que consiste en que la 
empresa con la que se desea contratar no desea tener 
contingencias judiciales posteriores cuando, por ejem-
plo, aparezca una nueva junta directiva que cuestione 
la validez de la junta con la que se contrataría. Creo 
que es una inquietud razonable, pues no son pocos 
los casos en los que se contrata con la persona jurídi-
ca por medio de un consejo directivo con su presidente 
no inscrito en los Registros Públicos, y luego aparece 
“otro presidente” enviándole una comunicación nota-
rial a la empresa contratante desvirtuando la validez de 
la representación del primer consejo directivo. Enton-
ces, ¿cómo interpretar que no es constitutivo el acto 
de inscripción del órgano administrador de la persona 
jurídica y que la validez del mismo se verifica con su 
elección, si para efectos contractuales con terceros se 
exige su inscripción?

	 Me remito entonces a lo señalado en la resolución 
registral reseñada precedentemente:

	 “De tal forma que en el ámbito interno los in-
tegrantes electos puedan comportarse válida-
mente como tales y ejercer las funciones que 
el estatuto les haya atribuido, y en el ámbito ex-
terno, también, salvo que sus contratantes le 
exijan la inscripción del mismo, en cuyo caso 
será para efectos de publicidad de la elección 
correspondiente, mas no para fines de validez 

ni invalidez de los actos que realicen en nombre 
de la persona jurídica” (el resaltado es nuestro).

	 A la luz de la práctica comercial este párrafo no pare-
ce tan claro y contundente, pues si bien se señala que 
para efectos externos (léase contratación con terce-
ros) es válida la representación del órgano electo aun-
que no inscrito, si el contratante exige (cosa común) 
la vigencia de poderes inscrita, el párrafo trascrito nos 
dice que esto será para “efectos de publicidad de la 
elección correspondiente mas no para fines de validez 
o invalidez de los actos que realicen en nombre de la 
persona jurídica”. ¿Cómo que “para efectos de publici-
dad” y que los actos son válidos? La realidad nos dice 
que los terceros contratantes exigen la inscripción de 
los consejos directivos para contratar con seguridad ju-
rídica. Desde esta perspectiva la inscripción no es un 
mero acto de reconocimiento, sino que en la práctica 
comercial se presenta como un requisito sine qua non 
para celebrar los contratos y por lo tanto tendría carác-
ter constitutivo. Aquí hay que adoptar una posición cla-
ra o el acto de inscripción es de carácter constitutivo o 
no. Vista la necesidad de seguridad del tráfico jurídico 
me inclino a pensar que la inscripción para efectos ex-
ternos tiene carácter constitutivo y si una empresa de-
sea celebrar el contrato a pesar de la falta de inscrip-
ción del órgano lo hace asumiendo voluntariamente su 
riesgo seguramente por la relación de confianza con 
los representantes de la persona jurídica. La mera ar-
gumentación de la publicidad no es criterio suficiente 
para dar una respuesta a las empresas que exigen la 
inscripción respectiva y no se condice con la realidad. 

f.	 Resolución Nº 602-2011-SUNARP-TR-L, del 29/04/2011

	 NATURALEZA DEL PERIODO DE MANDATO DE LOS 
DIRECTORES DE LA CAJA DE PENSIONES MILITAR 
POLICIAL

	 No resulta aplicable supletoriamente a la caja de 
pensiones militar policial, la prórroga indefinida de 
los miembros del directorio establecida en la Ley 
General de Sociedades.

	 “Vemos entonces que la Caja Militar Policial es 
una persona jurídica de Derecho Público interno 
que establece su propia forma de designación de 
los miembros de su consejo directivo, establecien-
do así un periodo determinado de duración, por lo 
que no podría aplicarse legislación que establez-
ca disposiciones distintas como la Ley General de 
Sociedades”.

	 De acuerdo con esta resolución. Así exista la Ley Ge-
neral de Sociedades que resuelve la continuidad de 
funciones hasta que se elija a un nuevo órgano, esta 
norma no se aplicaría a la Caja Militar Policial que se 
rige por sus propias normas especiales y que corres-
ponden al Derecho Público interno. 

g.	 Resolución del Tribunal Registral Nº 031-2002- 
ORLC-TR, del 22/01/2002 

No constituye acto inscribible la extinción del mandato del 
órgano directivo de una persona jurídica, en virtud de una 
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en funciones, aunque hubiere concluido el periodo 
para el que fueron nombrados, mientras no se produz-
ca nueva elección, salvo disposición expresa que pro-
híba la continuidad de funciones (publicado en El Pe-
ruano el 15/11/2008) (el resaltado es nuestro).

Desde mi punto de vista así debió quedar el actual regla-
mento, esta debió ser la redacción final. En una conferen-
cia que di en la ciudad de Trujillo a inicios de este año se 
me señaló por parte del Jefe de la Zona Registral Nº V de 
La Libertad que la variación al proyecto del reglamento 
que acabamos de trascribir se debía a que se había opta-
do por la “teoría orgánica”. No veo la razón para este ar-
gumento, la teoría de la representación orgánica propicia 
que los órganos de la persona jurídica se mantengan en el 
sentido de que una persona jurídica no puede ejercer su 
capacidad sin la presencia de sus órganos y la suya, por 
lo tanto vigencia; la persona jurídica necesita de sus órga-
nos para poder operar y esta es casualmente la esencia 
de la representación orgánica. El órgano de gestión y ad-
ministración no puede estar inoperativo, pues forma par-
te de la estructura de la persona jurídica por lo que está 
“ensimismado” en esta. Bajo esta perspectiva la continui-
dad de funciones hasta que se elija un nuevo órgano es la 
regla y esto guarda concordancia con este anteproyecto 
analizado que debió materializarse en el proyecto, pero no 
se hizo, con lo cual manifiesto mi discrepancia. 

¿Por qué se optó en la jurisprudencia, y el reglamento que 
analizaremos a continuación, por el cese “automático” de 
los directivos, en vez de su continuidad vencido el periodo 
estatutario de funciones? Bueno, considero que aquí hay 
una visión demasiado esquemática de la problemática de 
las personas jurídicas y que ha generado una serie de difi-
cultades que se expresan en la acefalía de la misma.

El argumento era que (...) lo contrario, la “continuidad” de 
los directivos en sus cargos, más allá del plazo estable-
cido, implicaría, según refieren, un ilegal apoderamiento 
de la dirección de la persona jurídica. No lo creo, los so-
cios saben hacer cumplir lo que señala el estatuto y si hay 
un consejo directivo que desea “perpetuarse en el poder” 
existen los mecanismos para impedir tal intento. Pero eso 
es partir del supuesto de la mala fe de los integrantes de 
los órganos. Creo que la mirada debe ser otra, debemos 
señalar que en la mayoría de los casos no es este criterio 
el que se presenta, sino la problemática de la falta de ac-
tuación de la persona jurídica, porque sus órganos termi-
naron con sus plazos de vigencia. Eso se resuelve con la 
continuidad de funciones, prevista en el artículo 163 de la 
Ley General de Sociedades y que estaba recogido en el 
proyecto de reglamento que no se adoptó. 

Aliaga señala que:

	 “Al respecto y replanteando nuestra posición inicial, 
opinamos que el silencio del Código Civil y del propio 
estatuto no nos lleva a concluir necesariamente que 
se encuentra prohibida la continuidad de los directi-
vos, por cuanto en materia civil el silencio no equiva-
le a “prohibición”, excepción hecha del caso contem-
plado en el artículo 142 de este cuerpo legal, referido 

solicitud sustentada en el vencimiento del periodo por el 
que fue elegido. 

El considerando tercero de esta resolución sobre la posi-
bilidad de la inscripción de la extinción del mandato (pre-
fiero llamarlo representación) señala con pertinencia lo 
siguiente:
	 “3.- En lo que respecta a las personas jurídicas crea-

das por Ley, no se han regulado los actos inscribibles. 
Sin embargo, respecto a las sociedades, el Reglamen-
to del Registro de Sociedades en su artículo 3 señala 
–en lo que se refiere a los administradores, liquidado-
res o cualquier representante de la sociedad–, que son 
inscribibles el nombramiento, la revocación, renuncia, 
remoción, modificación o sustitución de los nombra-
dos, los poderes, su modificación, su aceptación, re-
vocación de sus facultades, sustitución, delegación y 
reasunción de las mismas, no contemplándose la ins-
cripción de la extinción del nombramiento por venci-
miento del plazo para el cual fueron elegidos. 

	 Igualmente, el Código Civil en su artículo 2025 en lo 
que se refiere a los actos inscribibles en los libros de 
asociaciones, fundaciones y comités, señala que se 
inscriben los datos a Compendio de Precedentes de 
Observancia Obligatoria que se refieren los artículos 
82, 101 y 113 del mismo cuerpo legal y además: las 
modificaciones de la escritura o del estatuto, el nom-
bramiento, facultades y cesación de los administrado-
res y representantes y la disolución y liquidación, no 
haciendo referencia tampoco a la inscripción de la ex-
tinción del nombramiento por vencimiento del plazo 
para el cual fueron elegidos. De lo anteriormente ex-
puesto se concluye que no se prevé la inscripción de 
la conclusión de los nombramientos o mandatos por el 
vencimiento del plazo en el Registro de Sociedades ni 
en el libro de asociaciones, fundaciones y comités para 
el que fueron elegidos, por lo que analógicamente en 
el caso de las personas jurídicas creadas por ley, tam-
poco sería procedente dicha inscripción”.

Esto de acuerdo con esta resolución del Tribunal Registral 
la extinción de la representación del órgano de la persona 
jurídica por el mero vencimiento del plazo no debe ser un 
acto inscribible, pues refleja la pérdida de facultades por 
el transcurso del paso del tiempo y este solo hecho jurídi-
co produce consecuencias jurídicas como la pérdida de fa-
cultades representativas, al menos bajo el sistema actual, 
si es que no se ha planteado la prórroga o la continuidad 
de funciones. Un hecho jurídico que es un acto, suceso o 
acontecimiento que tiene relevancia jurídica como el tiem-
po y que produce consecuencias en el mundo del Dere-
cho por su transcurso no requiere otro reconocimiento o 
acto constitutivo como la inscripción, basta la dación del 
hecho jurídico. 

IV.	EL PROYECTO DE REGLAMENTO DE INSCRIP-
CIONES DEL REGISTRO DE PERSONAS JURÍ-
DICAS NO SOCIETARIAS

El artículo 44 del referido proyecto establecía que:

	 “Para efectos registrales, se considerará que los inte-
grantes de los órganos de la persona jurídica continúan 
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periodo para el que fueron nombrados, mientras no se 
produzca nueva elección, salvo disposición expresa 
que prohíba la continuidad de funciones”.

Desde mi perspectiva, era preferible lo señalado en el an-
teproyecto precedentemente transcrito pues, al señalarse 
en el artículo 44 del Reglamento que va a depender de lo 
previsto en el estatuto la continuidad o no continuidad del 
consejo directivo cuyo mandato ha fenecido, nos encon-
traremos ante las mismas o similares dificultades que se 
han presentado al momento de interpretar la Resolución 

Nº 202-2001-SUNARP/SN, pues, eviden-
temente, los estatutos de las personas ju-
rídicas tenderán a establecer un periodo 
de vigencia, con lo cual, al concluir dicho 
periodo y no haberse realizado el proceso 
eleccionario para elegir al nuevo consejo 
directivo, se seguirán manteniendo los vi-
cios líneas arriba criticados.
Me parece, reitero, más adecuado plan-
tear la orientación prevista de manera 
análoga en el artículo 163 de la Ley Ge-
neral de Sociedades que establece en su 
último párrafo:
“(...) El periodo del directorio termina al re-

solver la Junta General sobre los estados financieros 
de su último ejercicio y elegir al nuevo directorio, pero 
el directorio continúa en funciones, aunque hubie-
se concluido su periodo, mientras no se produzca 
nueva elección” (el resaltado es nuestro). 

No en vano se ha señalado que con esta norma se bus-
caría que la sociedad tenga operativo su órgano de ad-
ministración de mayor jerarquía y así se sigan adoptando 
las decisiones idóneas para el logro de los fines sociales.

Este es el mismo criterio adoptado por el anteproyecto del 
Reglamento de Inscripciones de Registro de Personas Ju-
rídicas no Societarias y considero que mediante una nor-
ma imperativa como la reseñada se resolverían las situa-
ciones de acefalía de la persona jurídica, tal como se ha 
venido logrando por medio de la experiencia societaria 
con el artículo 163 de la LGS antes mencionado.

De lo que se trata, pues, es resolver situaciones que per-
mitan la continuidad de los órganos de las personas ju-
rídicas no societarias, para lo cual, debemos tener ins-
trumentos que sean adecuados mediante la experiencia 
jurisprudencial administrativa y así lograr, de una vez por 
todas, zanjar las incertidumbres que en esta materia se 
presentan.

VI.	EL ARTÍCULO 44 DEL REGLAMENTO VS. LOS 
ARTÍCULOS 63 Y 64 DEL MISMO. ¿UN CÍRCU-
LO VICIOSO? 

Hay un aspecto que ha sido advertido por la doctrina 
registral más perspicaz y con el cual concordamos la con-
tradicción entre la supuesta solución a la acefalía de la 
persona jurídica que se expresaría en el artículo 44 del re-
glamento antes trascrito y el artículo 63 del mismo, que a 
continuación transcribo para su análisis:

a los actos jurídicos, es decir, ‘cuando la ley o el con-
venio le atribuyan ese significado’” (Aliaga Huaripata, 
2009: 89).

El argumento de Luís Aliaga es sugestivo, pero no me con-
vence del todo. No veo una relación directa en las conse-
cuencias jurídicas del silencio que no implica manifesta-
ción de voluntad y el problema de la acefalía. En lo que sí 
concuerdo es que Luís Aliaga, replanteando su posición 
original, está de acuerdo con la continuidad de funciones y 
eso nos hace compartir, finalmente, la misma idea. 

Por otro lado, se ha dicho, a favor de la 
posición que niega la continuidad de los 
directivos, que:

	 “El Código Civil no contiene un dis-
positivo similar al artículo 163 de la 
Ley General de Sociedades, que fa-
culta a la continuidad de los directo-
res aunque hubiere concluido su pe-
riodo de funciones, mientras no se 
produzca la elección de sus reem-
plazantes (‘El periodo del directorio 
termina al resolver la junta general 
sobre los estados financieros de su 
último ejercicio y elegir al nuevo di-
rectorio, pero el directorio continúa en funciones, aun-
que hubiese concluido su periodo, mientras no se pro-
duzca nueva elección’)” (Aliaga Huaripata, 2009: 89).

Aliaga señala: “Lo que creemos sucede con el artículo 163 
de la Ley General de Sociedades respecto de las perso-
nas jurídicas de finalidad no lucrativa reguladas en el Có-
digo Civil, pues el consejo directivo es igualmente un ór-
gano necesario y permanente de la asociación sin el cual 
no podría actuar plenamente en salvaguarda de sus inte-
reses” (Aliaga Huaripata, 2009: 90). De acuerdo con esta 
posición, tal como lo explicamos líneas arriba. 

V.	 RESPECTO DEL ARTÍCULO 44 DEL REGLA-
MENTO DE INSCRIPCIONES DEL REGISTRO 
DE PERSONAS JURÍDICAS NO SOCIETARIAS

El artículo 44 del Reglamento de Inscripciones del Registro 
de Persona Jurídicas no Societarias señala lo siguiente:

	 “El periodo de ejercicio del consejo directivo u órgano 
análogo y su continuidad o no luego de vencido dicho 
periodo se regirá de acuerdo con lo establecido en el 
estatuto. Si el estatuto establece la no continuidad de 
funciones, para efectos registrales, el consejo directivo 
u órgano análogo se entenderá legitimado únicamen-
te para convocar a asamblea general eleccionaria. La 
misma regla se aplica tratándose de asociaciones pro 
vivienda u otras en las que legalmente se prohíba la 
continuidad de funciones”.

Al respecto, es imprescindible advertir que hubo un cam-
bio con respecto al anteproyecto del reglamento antes re-
señado y para afectos de contrastación glosamos:

	 “Para efectos registrales, se considerará que los in-
tegrantes de los órganos de la persona jurídica con-
tinúan en funciones, aunque hubiere concluido el 

“La diferencia entre la prórroga 
de funciones y la reelección, 
si bien en ambos casos se tra-
ta de los mismos integrantes 
del consejo directivo los que 
continúan en sus cargos, en 
la primera no hay un proce-
so eleccionario, mientras en 
la segunda sí.
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registral conste que el órgano directivo no continúa 
en funciones, luego de vencido su periodo de ejer-
cicio, este solo podrá convocar a Asamblea Gene-
ral de Reconocimiento durante la vigencia de dicho 
periodo. La misma regla se aplica para las asocia-
ciones provivienda u otras en las que legalmente 
se prohíba la continuidad de funciones.

b.	 En el acta deberá constar el acuerdo de reconocer 
los actos no inscritos y las fechas en las que estos 
se realizaron.

c.	 En una misma asamblea se podrá acordar el reco-
nocimiento de más de un acto inscribible.

La doctrina reciente que seguiré para este aspecto especí-
fico, es la expresada por el registrador Wuilber Alca quien 
señala: “Iniciaré –personalmente– su desarrollo en orden 
de importancia, el primero de ellos es lo relativo a la apli-
cación de las hoy llamadas Asambleas de Reconocimien-
to y antes consideradas como de Regularización, esto sin 
desmerecer el correcto empleo de las denominaciones 
conceptualmente necesarias, toda vez que se reconoce 
el acto de la asamblea en sí, mas lo que se regulariza es 
el acto de inscripción de esta, en lo relativo a la aplicación 
del artículo 63 del RPJNS, este limita el acto de Reconoci-
miento al supuesto de hecho de regularizar dos o más pe-
riodos eleccionarios, el cual concordado con el artículo 44 
del mismo dispositivo, deberá ser por periodos no mayo-
res a los establecidos por el estatuto, contrariamente a ello 
en el artículo 63, inciso D del RPJNS se indica que consta-
rá en el acta de asamblea: “Los periodos de funciones aun 
cuando no concuerden con los establecidos en el estatuto 
o la ley” lo que nos invita a pensar si todavía este Regla-
mento y toda la estructura del Registro de Personas Jurídi-
cas en general, se adscriben a la Teoría del Mandato o Re-
presentación o si se ha variado hacia la Teoría del Órgano, 
ambas teorías clásicas que explican la actuación natural 
de las personas jurídicas, quizás tomar partido por una de 
ellas sería para los fines del presente artículo en este mo-
mento poco oficioso y nada productivo, ya que si analiza-
mos con cuidado lo que resulta del íntegro del RPJNS (...)” 
(Alca, 2009).

Desde mi punto de vista el hecho de que el artículo 63, 
en su primer párrafo, limite la aplicación de la asamblea 
de reconocimiento para regularizar como mínimo dos pe-
riodos eleccionarios es un error que contraviene la orien-
tación de facilitar las inscripciones del artículo 44 del re-
glamento. ¿Por qué limitar a la cantidad de dos periodos 
eleccionarios para regularizar la acefalía de la persona ju-
rídica? ¿Es acaso razonable que un consejo directivo u 
órgano no inscrito y que haya sido elegido fuera del pe-
riodo que establece el estatuto tenga que esperar un pe-
riodo de dos o tres años (sino más) para recién recono-
cer la regularización de la acefalía de la persona jurídica? 
¿Es justo someter a la persona jurídica a una situación 
de incertidumbre en la que frente a terceros que le exi-
jan su inscripción registral tenga que argumentar que es 
necesario aún que esperen un periodo más para cumplir 
con el requisito del artículo 63? No le veo mayor senti-
do que un exceso de celo y una visión limitada que trae 
como consecuencia la incertidumbre jurídica registral y 

	 Artículo 63.- Convocatoria y requisitos del acta de 
asamblea general de reconocimiento de eleccio-
nes, reestructuraciones y demás actos vinculados 
no registrados

	 La inscripción de la Asamblea General de Reconoci-
miento a que se refiere este artículo solo procede para 
regularizar dos o más periodos eleccionarios. La con-
vocatoria será efectuada por el último presidente o in-
tegrante elegidos no inscritos, aunque hubiere vencido 
el periodo para el que fueron elegidos.

	 Tratándose de personas jurídicas en cuya partida 
registral conste que el órgano directivo no continúa 
en funciones luego de vencido su periodo de ejercicio, 
este solo podrá convocar a asamblea general de re-
conocimiento durante la vigencia de dicho periodo. La 
misma regla se aplica para las asociaciones provivien-
da u otras en las que legalmente se prohíba la continui-
dad de funciones.

	 Las reestructuraciones y demás actos vinculados no 
registrados podrán ser objeto de reconocimiento con-
juntamente con los respectivos periodos eleccionarios.

	 En el acta de asamblea general de tales actos deberán 
constar:

a.	 El reconocimiento de las elecciones, de las rees-
tructuraciones y demás actos relativos a los órga-
nos anteriores no inscritos, inclusive respecto al 
órgano o integrante que convoca a la asamblea ge-
neral de reconocimiento.

b.	 La indicación del nombre completo y el documen-
to de identidad de las personas naturales integran-
tes de los órganos objeto de reconocimiento. De 
tratarse de personas jurídicas, debe además indi-
carse la partida registral en la que corren inscritas, 
de ser el caso, y quién o a quiénes actúan en su 
representación.

c.	 La conformación del órgano, bastando que hayan 
sido elegidos en número suficiente de miembros 
para que el órgano pueda sesionar válidamente.

d.	 Los periodos de funciones que realmente hayan 
sido ejercidos aun cuando no concuerden con los 
establecidos en el estatuto o en la ley, con preci-
sión de las respectivas fechas de inicio y fin, así 
como de las fechas en las que se realizaron las co-
rrespondientes elecciones.

Por otro lado, el artículo 64 del Reglamento establece lo 
siguiente:

	 Artículo 64.- Requisitos de la Asamblea General de 
Reconocimiento de otros actos

	 Para la calificación de la asamblea general de recono-
cimiento de actos distintos a los previstos en el artículo 
anterior, se deberá tener en cuenta lo siguiente:

a.	 La convocatoria será efectuada por el último órga-
no, por su presidente o integrante inscritos. Tra-
tándose de personas jurídicas en cuya partida 
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representación orgánica, a fin de dar prioridad al fun-
cionamiento de las personas colectivas mediante la 
permanencia de sus órganos hasta que se elijan otros 
nuevos, bajo el criterio que los órganos directivos de 
las personas jurídicas son entes de gestión y adminis-
tración de la misma y forman parte de la estructura de 
esta, por lo que no se puede ni se debe permitir que 
la persona jurídica carezca, por tiempo indefinido, de 
órganos mediante los cuales, ejerza su capacidad de 
obrar.

2.	 En concordancia con la conclusión precedente, pro-
pongo, como lo establecía el Proyecto del Reglamen-
to de Inscripciones del Registro de Personas Jurídicas 
No Societarias, que se legisle de manera análoga a lo 
señalado en el artículo 163 de la Ley General de So-
ciedades, que establece que: “(...) el periodo del di-
rectorio termina al resolver la Junta General sobre los 
estados financieros de su último ejercicio y elegir al 
nuevo directorio, pero el directorio continúa en funcio-
nes, aunque hubiese concluido su periodo, mientras no 
se produzca nueva elección”. En el caso del reglamen-
to mencionado, considero que debe establecer la pró-
rroga automática de funciones a fin de evitar circuns-
tancias como las que se vienen dando en las personas 
jurídicas no societarias, recordando que las personas 
jurídicas reguladas en la Ley General de Sociedades, 
con sus particularidades, tienen la misma naturaleza 
jurídica que los entes colectivos no societarios. 

3.	 El artículo 44, que en teoría resuelve el problema de la 
persona jurídica, se ha visto limitado por el artículo 63 
del mismo reglamento que establece que: “La inscrip-
ción de la asamblea general de reconocimiento a que 
se refiere este artículo solo procede para regularizar 
dos o más periodos eleccionarios. La convocato-
ria será efectuada por el último presidente o integran-
te elegidos no inscritos, aunque hubiere vencido el pe-
riodo para el que fueron elegidos” (resaltado nuestro). 
Este artículo obstaculiza la resolución de la problemá-
tica de la acefalía de la persona jurídica, pues exige 
para la inscripción de la asamblea de reconocimiento 
que sean como mínimo dos o más asambleas eleccio-
narias regularizadas. No veo el motivo para que una 
sola asamblea eleccionaria, la de quien ejerce el cargo 
en la actualidad, no pueda regularizar su inscripción.

	 Es bueno dar algunos supuestos que se están presen-
tando en la realidad registral. El primero sería el caso 
de una asociación que ha tenido inactividad registral 
desde 1985 (el último consejo directivo se inscribió en 
esta fecha) y el Consejo Directivo elegido en el 2012 
pretende inscribirse. Le queda la posibilidad de la con-
vocatoria a asamblea eleccionaria, pero esta sería 
convocada por el último presidente con mandato ins-
crito y periodo vencido, situación difícil de concretar-
se, pues han pasado 27 años, por lo tanto, esta vía se-
ría casi imposible. Por otro lado, el consejo directivo 
elegido evaluaría la posibilidad de intentar una asam-
blea de reconocimiento; sin embargo, no podría hacer-
lo porque se exige, para la inscripción de tal asamblea, 
que sean por lo menos dos asambleas eleccionarias 
las que se regularicen. 

una disminución de las operaciones mercantiles por me-
dio de las personas jurídicas. Un esquema que se origina 
en la presunción de la mala fe no puede gobernar el siste-
ma registral peruano, homogenizar la premisa de la mala 
intención o el dolo de los asociados o representantes para 
obstaculizar la inscripción de las personas jurídicas y limi-
tar el tráfico jurídico-económico. 

Siempre he creído que la teoría orgánica y no la del man-
dato y la representación es la mejor para resolver los pro-
blemas de acefalía de la persona jurídica y agilizar el 
tráfico y por eso mi posición en el sentido de que debe 
prevalecer la continuidad de funciones en el esquema 
asumido por el artículo 163 de la Ley General de Socie-
dades. Un esquema como el planteado que pretendería 
acoger las Resoluciones Nºs 202-2001/SUNARP/SN y 
331-2001-SUNARP/SN en el artículo 44 del reglamento, 
pero que con el artículo 63 del mismo coloca cortapisas 
para el reconocimiento no es útil, en este aspecto, para la 
seguridad jurídica. 

Por lo antes expuesto estoy de acuerdo con Wuilber Alca 
cuando señala atentamente: 
	 “Como sabemos con la anterior normativa se reguló 

mediante la Res. Nº 202-2001-SUNARP-SN dos su-
puestos muy concretos, el establecido en su artículo 1  
(último presidente inscrito vencido solo convoca a 
elecciones) o en el artículo 2 (último presidente no ins-
crito pero con mandato vigente pueda solicitar el reco-
nocimiento –claro está en opinión mayoritaria– incluso 
de una o más elecciones), de esta manera se estable-
cía la solución registral a la regularización de la perso-
na jurídica bajo una óptica que favorecía ciertamente 
la inscripción registral evitando las difíciles convoca-
torias judiciales o las juntas universales y no tenien-
do en cuenta el número de actos eleccionarios a inscri-
bir. No obstante esta situación, con la nueva normativa 
del Reglamento de Personas Jurídicas No Societarias, 
cambió de orientación.

	 A diferencia del anterior artículo 1 de la Res. Nº 202- 
2001-SUNARP/SN (que nos llevaba, por lo tanto, a la 
conclusión de que el presidente con mandato no inscri-
to no podía convocar a elecciones, quedando circuns-
crito solo a optar por la vía del artículo 2 de la referida 
resolución); ahora se nos presenta algo muy particular, 
el reglamento no hace distinción en cuanto a la atribu-
ción de convocatoria para el acto de elección entre el 
presidente inscrito vencido y el presidente no inscrito 
vencido, solo se detiene a regular su condición de con-
tinuidad o no continuidad de sus funciones (artículo 44 
del RPJNS), a su vez regula la condición de no inscri-
to solo al tema del puro acto de reconocimiento (ar-
tículo 63 del RPJNS y sus variantes), limitándolo a la 
sola regularización de dos o más periodos elecciona-
rios, situación que en la actualidad viene limitando el 
supuesto de hecho antes descrito, para los casos del 
reconocimiento de una elección” (Alca, 2009).

CONCLUSIONES 

1.	 Desde mi perspectiva, la acefalía de la persona ju-
rídica debe tener como marco teórico la teoría de la 
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	 Otro caso se ha dado cuando el periodo de funciones 
del anterior consejo directivo inscrito venció, suponga-
mos, en setiembre de 2011 y la elección del nuevo con-
sejo directivo recién se da en diciembre de 2011. La po-
sibilidad más sencilla sería la inscripción de la ulterior 
asamblea eleccionaria por parte del último presidente 
con mandato inscrito y periodo vencido. Sin embargo, 
el último presidente con mandato inscrito y periodo ven-
cido, por conflictos internos con la nueva junta directiva, 
se niega a presentar el título de convocatoria a asam-
blea eleccionaria. Lo único que quedaría es la asam-
blea de reconocimiento, siendo esto imposible porque 
se necesitan dos asambleas eleccionarias a ser regu-
larizadas. En estos dos casos narrados, se plantea de 
manera concreta que el problema de la acefalía de la 
persona jurídica aún se mantiene sin resolver.

4.	 La acefalía de las personas jurídicas aún sigue siendo 
un problema irresuelto para el funcionamiento de las 
mismas, por lo que se requiere instrumentos legislati-
vos como la ley societaria antes propuesta.

5.	 En el caso de las personas jurídicas, cuyos estatutos 
se dieron antes de la vigencia del Reglamento de Ins-
cripciones del Registro de Personas Jurídicas no So-
cietarias, que son la mayoría, estas solamente seña-
laban el periodo de vigencia de su órgano directivo, 
es decir, no establecían de manera expresa la conti-
nuidad o no de funciones. Los registradores vienen in-
terpretando lo señalado en estos estatutos, que ade-
más no estaban obligados a decir nada adicional, que 
debe entenderse como la no continuidad de funciones 
y, por lo tanto, solamente tienen derecho a convocar a 
asamblea eleccionaria. La base para esta argumenta-
ción restrictiva es la segunda disposición transitoria del 
reglamento mencionado. Considero que el registrador 
no puede irrogarse la voluntad de la persona jurídica; 
por lo que recomiendo una modificación a la segunda 
disposición transitoria en el sentido de la aplicación in-
mediata del reglamento o, en todo caso, simplemente 
derogar dicha disposición transitoria.
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